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PROPUESTA DE ESQUEMA DEL ROL DEL MINISTERIO DEL AMBIENTE

EN LA FORMULACIÓN E IMPLEMENTACIÓN DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

DE DESARROLLO SUSTENTABLE

1. INTRODUCCIÓN

1.1 La “Declaración” y el “Plan de Implementación” de la Cumbre de Johannesburgo y la “Iniciativa Latinoamericana”

La obligada referencia a la Cumbre de Johannesburgo, a comienzos de septiembre de 2002, remite necesariamente a la implementación nacional de los grandes principios del desarrollo sustentable, en sus tres componentes: desarrollo económico, desarrollo social y protección ambiental, que deben aplicarse en el Ecuador. En la “Declaración de Johannesburgo sobre Desarrollo Sustentable”, suscrita por el Ecuador, se reconoce como objetivos fundamentales y requerimientos del desarrollo sustentable “la erradicación de la pobreza, la modificación de los patrones de producción y consumo y la protección y manejo de los recursos naturales”
. En esta Declaración el Ecuador asume también, conjuntamente con los demás suscriptores, “la responsabilidad colectiva de promover y fortalecer estos componentes interdependientes y que se refuerzan mutuamente, como pilares del desarrollo sustentable en los niveles local, nacional, regional y global”
.

El “Plan de Implementación” aprobado en la Cumbre reitera como objetivos y requerimientos del desarrollo sustentable la “erradicación de la pobreza, la modificación de esquemas de producción y consumo que no sean sustentables y la protección y manejo de la base de recursos naturales del desarrollo económico y social”
.

Por su parte, la Iniciativa Latinoamericana afirma la prioridad de nuestros países en el empeño del desarrollo sustentable:

b) Seguir las directrices operativas en los programas y proyectos propuestos para enfrentar los desafíos del desarrollo sostenible en la región, dentro de un marco ético a través de:

ii) Apoyar la implementación de políticas públicas orientadas a la reducción de la pobreza y la desigualdad social, a la generación de empleo y a la promoción de un desarrollo sostenible con justicia, equidad e inclusión social
;

La ejecución de las  políticas públicas que dicte el Estado ecuatoriano en cumplimiento del compromiso político de la citada “Declaración” sin duda que excede del ámbito de un órgano público ambiental  —en el Ecuador el Ministerio del Ambiente—, y releva de la entera administración pública, en estrecha colaboración con la sociedad civil. No obstante, se propone consolidar el papel rector que se corresponde al Ministerio desde su creación, para formular las políticas públicas de desarrollo sustentable y regular y controlar la aplicación de las normas y estándares aplicables.

La coincidencia de un cambio de gobierno en Ecuador al siguiente año de Johannesburgo 2002, destaca la validez para nuestro país de la relevancia que atribuye la Cumbre al fortalecimiento institucional, que ya fue adelantado por las directrices de la Iniciativa Latinoamericana, donde se recomienda:

xvi) Promover el fortalecimiento de la capacidad a través de la consolidación de instituciones nacionales, subregionales y regionales y el desarrollo de recursos humanos
.

Se concluye estos antecedentes con un par de citas, especialmente relevantes para el objeto del presente proyecto, del “Plan” de Johannesburgo, cuando manifiesta que

Cada país tiene la responsabilidad primaria por su propio desarrollo sustentable, y el rol de las políticas y estrategias nacionales de desarrollo sustentable no se puede enfatizar suficientemente. Todos los países deberían promover el desarrollo sustentable al nivel nacional a través, entre otros medios, de la expedición y aplicación de leyes claras y efectivas que afirmen el desarrollo sustentable. Los gobiernos deberán fortalecer las instituciones gubernamentales, incluyendo la provisión de la necesaria infraestructura y promoviendo la transparencia, la responsabilidad y justas instituciones administrativas y judiciales.

…

Afirmar los esfuerzos de los países, especialmente países en desarrollo, así como países con economías en transición, para mejorar esquemas nacionales institucionales para el desarrollo sustentable, incluyendo el nivel local. Esto podría incluir la promoción de enfoques trans-sectoriales en la formulación de estrategias y planes para el desarrollo sustentable, tales como, en lo aplicable, estrategias de reducción de la pobreza, coordinación de la ayuda, promover enfoques participativos y mejoramiento de análisis políticos, capacidad de manejo y de implementación, incluyendo la generalización de la perspectiva de género en tales actividades
.

El documento ministerial “Iniciativa Latinoamericana y Caribeña para el Desarrollo Sostenible”
, citado, es una declaratoria que se refiere en forma específica a este continente, pero resume el sentimiento generalizado sobre el enfoque vigente sobre el rumbo y la vocación del “desarrollo sustentable” en los albores del siglo xxi:

 3. Transcurridos diez años desde Río 1992, los Gobiernos de América Latina y el Caribe reconocen que han habido avances significativos, principalmente en lo que se refiere a la toma de conciencia y a la entrada en vigor de normas jurídicas nacionales e internacionales. Sin embargo, persisten importantes desafíos y se presentan nuevos imperativos para tornar el desarrollo sostenible en realidad y para materializar los cambios necesarios de los actuales modelos de desarrollo. Es indispensable revertir las tendencias actuales de degradación ambiental del medio natural y del medio urbano y, en particular, eliminar a un ritmo vigoroso la pobreza y la inequidad –conjuntamente con sus impactos-, que afligen a los países de la región
.

1.2 El futuro próximo de la política, institucionalidad y legislación ambiental

Los “núcleos” de implementación de la Agenda 21, considerados en la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sustentable de Johannesburgo, Sudáfrica, determinados por Kofi Annan, Secretario General de las Naciones Unidas son:

1. Inserción del Desarrollo Sustentable en la Globalización

2. Erradicación de la pobreza y sistemas de vida (livehoods) sustentables

3. Modificación de patrones no sustentables de consumo y producción 

4. Promoción de la salud a través del Desarrollo Sustentable

5. Acceso a la energía y eficiencia energética

6. Manejo sustentable de los ecosistemas y la biodiversidad

7. Manejo de los recursos hídricos mundiales

8. Transferencia de recursos financieros y tecnológicos

9. Iniciativas de desarrollo sustentable en el África

10. Fortalecimiento del sistema de gobernabilidad (governance) internacional del desarrollo sustentable
.

Por su parte la Iniciativa Latinoamericana, establece el siguiente orden:

1. La introducción de la dimensión ambiental en procesos económicos y sociales;

2. La gestión sustentable de los recursos hídricos;

3. La generación sustentable de energía y la ampliación de la participación de fuentes renovables;

4. La gestión de áreas protegidas para el uso sustentable de la biodiversidad;

5. La adaptación de los impactos provocados por los cambios climáticos y a la gestión sostenible de áreas urbanizadas y rurales, con especial énfasis en las acciones de salud, saneamiento ambiental y minimización de riesgos de vulnerabilidad a los desastres naturales
.

En el presente documento, se considera principalmente la iniciativa propuesta por Kofi Annan, Secretario General de las Naciones Unidas, del enfoque denominado AESAB (Agua, energía, salud, agricultura y biodiversidad y manejo de ecosistemas sustentables –WEHAB por sus siglas en inglés
) y los estudios correspondientes como marco global para el país.

Para concluir esta introducción, se aclara que el presente documento se contrae al enfoque a los temas puramente ambientales, mientras que el esquema consagrado en Johannesburgo 2002, considera además como elementos del desarrollo sustentable el desarrollo económico y el desarrollo social.

1.3 El objetivo del presente documento

Conforme los términos de referencia, los objetivos del presente documento son de 

Estudio, discusión y actualización del proceso institucional que abarque los contextos de: I. Planeamiento y Política ambiental, II. Fortalecimiento institucional, III. Modernización de la gestión ambiental; y, IV. Aspectos relevantes de los proyectos de normativa propuestos, en el marco de la “Estrategia situacional” y de la “Agenda mínima”; V. Proyecto de las políticas públicas nacionales de desarrollo sustentable que podría considerar el próximo gobierno.

2. POLÍTICAS Y MANEJO AMBIENTAL DEL ECUADOR

El resultado esperado es un documento

…que contenga la implementación de la estructura y procesos institucionales o modificaciones experimentadas en el Ministerio del Ambiente, que permita el mejor diseño e implementación a corto, mediano y largo plazo de las políticas de desarrollo sustentable de éste órgano estatal, así como su eficaz actividad de regulación y control. Esto incluye un proyecto de políticas públicas nacionales de desarrollo sustentable que podría considerar el próximo gobierno.

En la propuesta de implementación de políticas públicas de desarrollo sustentable para el Ecuador se acordó el esquema siguiente:

1. Diseño, formulación y expedición de políticas desarrollo sustentable; 2. Planificación presupuestaria; 3. Planificación física, planificación de actividades (usos de suelo, estudios de impacto ambiental); 4. Regulación [Estándares, normas técnicas]; Control [Policía administrativa: autorización, licencia, auditorías]; 5. control de la sociedad civil; 6. Dirección política a través de directorios de entidades con personalidad jurídica de derecho público (presupuestos y planes operativos con metas y cuantificados); 7. Administración, manejo, operación de recursos renovables [biod. (recursos genéticos, especies y ecosistemas), aguas, recursos costeros, desarrollo regional]; 8. Ejecución Proyectos. En todos los rubros indicados se considera su ejecución en el contexto de la modernización, descentralización y desconcentración y, cuando sea procedente, la tercerización
.

La situación actual y su proyección posible se contrasta con las provisiones de la “Iniciativa Latinoamericana”, la “Declaratoria” y el “Plan de Acción“ de Johannesburgo 2002, la implementación legal latinoamericana, expuesta por Brañes
 y las acciones propuestas de “Gestión Pública Ambiental”
, en el contexto de la visualización inicial denominada “Visión del MAE” que se expone a continuación.

Así, el tema será analizado a las luces de los conceptos proferidos en la Cumbre de Johannesburgo de septiembre de 2002, pero también en el contexto del objetivo global expresado. La base de la cual se parte son las acciones que ha desarrollado el Ministerio del Ambiente desde su constitución como Ministerio del Medio Ambiente, en contraste con lo realizado por el Gobierno que termina su ejercicio en enero de 2003, dentro de lo cual se deben incluir las propuestas 

2.1 Estructura del Ministerio del Ambiente

Misión y finalidad del Ministerio del Ambiente, con énfasis en potestades públicas de regulación y control, así como aporte de insumos para planificación presupuestaria, tiene como principal instrumento político descentralizar la administración, manejo y operación de sus competencias, así como el financiamiento de proyectos para desarrollo local y regional.

2.1.2 Objetivo del Ministerio del Ambiente

El objetivo del Ministerio del Ambiente es el ejercicio de la potestad gubernamental, conforme las directivas del Ejecutivo, para la formulación y la implantación de políticas públicas de desarrollo sustentable y aprovechamiento de los recursos de la biodiversidad en las actividades públicas y privadas del país.

2.1.3 Acción del Ministerio del Ambiente

1) Formulación de políticas públicas 

2) Descentralización y desconcentración

3) estándares técnicos y regulaciones ambientales

4) gestión ambiental local y ciudadana

5) Desarrollo sustentable. Dirección política de entidades de manejo de recursos:

a) Forestal

Corporación de financiamiento forestación y reforestación (CORFORE)

b) Biodiversidad


Corporación de financiamiento para el manejo de:

(1) recursos genéticos;

(2) Especies; y,

(3) ecosistemas.

(BIOE)

c) Recursos Hídricos

(a través de la Presidencia del Consejo Nacional de Recursos Hídricos y el control de sus prosupuestos y su ejecución presupuestaria), para el normativa y la regulación, así como descentralización de las adjudicaciones de agua y control ambiental a las entidades regionales de desarrollo.

c) Costeros

a cargo de la Subsecretaría que asuma también los recursos hídricos y pesqueros, incluyendo la participación del Subsecretario de Recursos Costeros en el Directorio de CEDEGÉ, a la cual se reporten las dependencias de su ámbito territorial.

6) Control ambiental

7) Participación, capacitación, educación y apoyo a la sociedad civil, especialmente las comunidades locales. 

El esquema visualiza una estructura del ejercicio de las potestades públicas sobre medio ambiente y manejo de recursos naturales renovables (biodiversidad, bosques, aguas, pesca y acuicultura) que fortalezca la regulación y normativa ambiental y de aprovechamiento sustentable de recursos naturales renovables, por medio de la desconcentración y descentralización. Estas se llevan a cabo a través del efectivo traspaso y delegación a favor de las entidades del régimen seccional autónomo, circunscripciones territoriales indígenas, corporaciones regionales de desarrollo y demás entidades y dependencias públicas (ministerios) del Gobierno central. En general, el proceso se deberá llevar a cabo en estrecha colaboración con la sociedad civil.

Esto significa que el Ministerio deberá abandonar el manejo de proyectos específicos y, en cambio, enfatice las potestades rectoras del sector del desarrollo sustentable en los sectores públicos y privados, conforme las políticas del Ejecutivo.

El papel del “Ministerio del Ambiente” es de establecer las normas técnicas, parámetros, regulaciones y estándares ambientales que deberán aplicar las demás instituciones públicas citadas. La base jurídica para la obligatoriedad de estas normativas, se sustenta, además de lo determinado en la Ley de Gestión Ambiental, en los compromisos asumidos a través de convenios de descentralización por las entidades, circunscripciones y dependencias citadas, así como grupos locales, usuarios y en general sociedad civil, a través de los convenios de descentralización establecidos en la “Ley Especial de Descentralización del Estado y de Participación Social”.

Asimismo, el Ministerio trabaja estrechamente con el organismo planificador contemplado en la Constitución (actualmente ODEPLÁN), en el contexto del “sistema nacional de planificación” para formular las políticas públicas de desarrollo sustentable que se manifiesten en los presupuestos institucionales del sector público.

La dirección política del manejo de recursos naturales renovables lo efectúa el Ministerio del Ambiente a través de la Presidencia de los Directorios de las entidades correspondientes. Para el efecto, cabe reforzar por Decreto Ejecutivo sus potestades en sus entidades adscritas, sobre: formulación y aprobación de proformas presupuestarias y sus reformas, aprobación de programación presupuestaria y sus reformas y control sobre avance y cumplimiento de programas de actividades, que en todo caso se deberán ejecutar descentralizadamente.

Se deben explorarse las diversas opciones para una institución diferente del Ministerio del Ambiente que maneje las potestades públicas del tema forestal (aprovechamiento forestal, forestación y reforestación —sin perjuicio de la acción de la entidad privada CORFORE), pero bajo las políticas, control y regulación del Ministerio del Ambiente.

Especial énfasis se deberá atribuir al financiamiento de actividades del sector privado y comunitario de forestación y reforestación, complementariamente con el financiamiento de programas comunitarios  —asistencia directa a las comunidades—  de desarrollo sustentable para las comunidades de Esmeraldas, en las zonas boscosas. Las áreas protegidas deberán descentralizarse a consorcios mixtos (públicos – privados) locales y regionales.

2.1.4 Principales Potestades Públicas que se consideran en la Estructura del Ministerio del Ambiente

	Potestad pública
	Órgano
	MAE
	Base Legal

	Políticas Desarrollo Sustentable

(Descentralización)
	-Presidente República

-Ministros de Estado

-Consejo de Desarrollo Sustentable

-Subsecretario. de Estado

(CONAM)
	(
(
	-Constitución Política

-Estatuto del Régimen Jurídico Adm. (ERJA)

-Ley de Descentralización



	Planificación presupuestaria
	-Organismo planificador

(Oficina de Planificación –ODEPLAN)

-Vicepresidente

Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable

-Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable (CNDS)

-Secretaría del CNDS — Subsecretaría (de Desarrollo Sustentable –nombre propuesto) del MAE

-Comité Permanente de Desarrollo Provincial
	(

	-Constitución  (Art. 254)

-DE delegación (Art. 173 C)

-Ley de Gestión Ambiental (Arts. 7,14)

-Ley de Descentralización (Arts. 21, 23)



	Planificación física, planificación de actividades (usos de suelo, estudios de impacto ambiental)


	-Ministerio de Agricultura (MAG)

-Municipalidad

-MAE -Subsecretaría del MAE 
	(

	-Ley de Desarrollo Agrario

-Ley Orgánica de Régimen Municipal 

–Ley de Régimen del Distrito Metropolitano de Quito

-Ley de Gestión Ambiental (Art. 16)

-Ley de Descentralización

	Regulación

[Estándares, normas técnicas]
	“Comisión Nacional de Coordinación” del “Sistema Nacional Descentralizado”—reestructurada por DE como “Comisión de Estándares Técnicos y Regulación Ambiental” órgano colegiado en el MAE


	(

	Ley de Gestión Ambiental (Arts. 11, 12, Disposición transitoria primera)



	Potestad pública
	Órgano
	MAE
	Base Legal

	Control 

[Policía administrativa: autorización, licencia, auditorías]

control de la sociedad civil
	-MAE

—Subsecretaría de MAE

-Contraloría General del Estado

-Ministerios de Estado

-Sociedad civil
	(

	-Ley de Gestión Ambiental (Arts. 20, 21, 24, 25, 27, 33, 44)

-Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado



	Dirección política a través de directorios de entidades con personalidad jurídica de derecho público (presupuestos y planes operativos con metas y cuantificados)

Administración, manejo, operación de recursos renovables

[biod. (genes, especies y ecosistemas), , aguas, recursos costeros, desarrollo regional]
	-Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH)

-Programa de Manejo de Recursos Costeros —PMRC (en la actualidad no tiene personalidad jurídica)

-ECORAE

-Entidad pública de normativa y regulación forestal –a ser establecida y corporación civil forestal de financiamiento (CORFORE)

-Corporación diversidad biológica BIOE (recursos genéticos, especies y ecosistemas)

-Participación de Subsecretaría en Directorio de CEDEGÉ

-Sociedad civil
	(
(
(
(
(
(
	-Ley Forestal

-Ley de Creación del INEFÁN

-Convenio de la Diversidad Biológica

-Normas andinas

-Ley de Aguas, DE creación CNRH

-Ley de Descentralización

-Ley de Modernización



	Ejecución Proyectos 
	-Unidades ejecutoras desconcentradas

-ONG

-consorcios públicos  y mixtos

-sociedad civil local
	
	-Contratos de préstamo internacional

-Normas de los organismos multilaterales de crédito

-Ley de Consultoría

-Ley de Modernización

-Código Civil


2.2 El Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable y la planificación ambiental

2.2.1 Antecedentes del Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable

	En el documento “Gestión Pública Ambiental”, que propuso el diseño para la creación del  Ministerio del Medio Ambiente, actualmente Ministerio del Ambiente, se cuestionaba la propuesta de una “planificación ambiental” desligada de la planificación económica y social:
“…¿qué serían las "políticas ambientales" desvinculadas del desarrollo económico y social? En todo caso, para cumplir el mandato constitucional, si se establece que otra institución dicte las políticas ambientales, esto debería ser suficientemente coordinado con las políticas económicas y sociales. Especialmente, a la luz de los enfoques que se manejan en la actualidad sobre desarrollos sustentable, se ve difícil la posibilidad de una planificación social y económica, desvinculada del componente ambiental. Básicamente sería contradictorio con la disposición del mismo proyecto que determina el requerimiento de incorporar "la dimensión ambiental" en la planificación.

La normativa vigente asigna al CONADE la fijación de las políticas económicas y sociales, lo que se debe considerar que incluye las políticas ambientales. Esto concuerda con los criterios de Brañes sobre "la planeación y el ordenamiento ecológicos", quien afirma:

" ... no establecen propiamente un sistema de planeación ecológica, a través del cual se formularían planes, programas y proyectos ambientales, lo que por cierto habría sido inconducente. El propósito de esos preceptos, consiste más bien en incorporar jurídicamente la dimensión ambiental a la planeación del desarrollo y reiterar el carácter participativo de dicha planeación en lo que hace a sus aspectos ecológicos (Brañes. Manual de Derecho Ambiental Mexicano. Fondo de Cultura Económica. México, 1994. p. 174)”.
Gestión Pública Ambiental. Efraín Pérez. CONADE-BID. 1997.



El Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable constante en la Ley de Gestión Ambiental surge directamente de la recomendación de la Agenda 21. El Plan de Implementación de Johannesburgo reitera la propuesta:

147. Promover el establecimiento o fortalecimiento de los consejos / o estructuras de coordinación del desarrollo sustentable a nivel nacional, incluso a nivel local, a fin de suministrar un enfoque de alto nivel con respecto a las políticas de desarrollo sustentable. En este contexto, se debe promover la participación de todos los grupos interesados.

En este aspecto, como en muchos otros, el Plan acoge una de las directrices de la Iniciativa Latinoamericana, que recomienda:

ix) Reforzar la participación de los diversos actores no gubernamentales y la transparencia en los procesos de toma de decisiones, fortaleciendo iniciativas tales como los Consejos Nacionales de Desarrollo Sustentable y la formulación de Programas 21 nacionales y locales
.

El enfoque de la actual administración del MAE sobre el Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable lo visualiza efectivamente como un foro de instituciones públicas para coordinar asuntos ambientales que trascienden sus competencias específicas.

Por ejemplo, un elemento de fundamental importancia en el componente del “desarrollo sustentable” es sin duda el comercio –sin perjuicio de una cuestión relacionada que adquiere superlativa importancia, como es el de la bioseguridad en el comercio internacional y regional. No es un tema que esté atribuido o convenga atribuirlo enteramente al MAE, no obstante el desempeño de sus competencia en bioseguridad, tal como determinadas en la Ley de Gestión Ambiental y la Ley de Defensa del Consumidor. Pero cobra especial importancia el desenvolvimiento apropiado de este rubro puesto que la Iniciativa Latinoamericana proyecta el tema del comercio como “condición sine qua non” 
:

b) Seguir las directrices operativas en los programas y proyectos propuestos para enfrentar los desafíos del desarrollo sostenible en la región, dentro de un marco ético a través de:

…


vi) Desarrollar nuevas bases sostenibles de competitividad para la estructura productiva de los países de la región, en aras de ampliar su inserción en la economía mundial proponiendo estrategias tendientes hacia la efectiva apertura de los mercados externos sobre todo de los países desarrollados, condición sine qua non para el objetivo del desarrollo sustentable en la región;

La experiencia de la oficina denominada CAAM
  —que no pudo influir mayormente en el manejo ambiental en el país, pero que sí desarrolló algunos estudios y proyectos— demuestra que no es suficiente el establecimiento de un organismo que tenga competencias ambientales determinadas. Los órganos públicos pueden ejercer directamente influencia en actividades de ejecución y manejo o de regulación, control y sanción sobre los ciudadanos. Pero, en cambio, la planificación de actividades del sector público requiere necesariamente vincularse con los presupuestos de las instituciones que van a ejecutar la planificación que se haya diseñado. En este sentido se pueden entender las atribuciones constitucionales del organismo planificador –actualmente ODEPLÁN— de fijar las metas y orientar la inversión, “con carácter obligatorio”.

El plan de implementación de Johannesburgo dispone:

18. Alentar a las autoridades competentes de todos los niveles para que tengan en cuenta las cuestiones de desarrollo sustentable en la toma de decisiones, incluso en la planificación del desarrollo nacional y local, las inversiones de infraestructura, de desarrollo empresarial y adquisiciones públicas.

Los criterios expresados se manifiestan en una estructura organizacional del Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable que proponga y que apruebe la formulación del plan de desarrollo económico y social sustentable, conforme las provisiones constitucionales respectivas.

	Constitución Política del Ecuador

TÍTULO XII

DEL SISTEMA ECONÓMICO

Capítulo 2

De la planificación económica y social
Art. 254.- El sistema nacional de planificación establecerá los objetivos nacionales permanentes en materia económica y social, fijará metas de desarrollo a corto, mediano y largo plazo, que deberán alcanzarse en forma descentralizada, y orientará la inversión con carácter obligatorio para el sector público y referencial para el sector privado.

Se tendrán en cuenta las diversidades de edad, étnico-culturales, locales y regionales y se incorporará el enfoque de género.

Art. 255.- El sistema nacional de planificación estará a cargo de un organismo técnico dependiente de la Presidencia de la República, con la participación de los gobiernos seccionales autónomos y de las organizaciones sociales que determine la ley.

En los organismos del régimen seccional autónomo podrán establecerse departamentos de planificación responsables de los planes de desarrollo provincial o cantonal, en coordinación con el sistema nacional. 


2.2.2 Competencias propuestas para el Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable

En este contexto institucional, presidiría la oficina de planificación el órgano encargado del “sistema nacional de planificación” que se encuentra a cargo del Vicepresidente de la República en la actualidad, pero que podría desempeñarse por cualquier funcionario o autoridad, incluyendo uno designado expresamente para el efecto por el Ejecutivo. Tampoco se puede descartar su desempeño por algún ministro de Estado. Pero la secretaría ejecutiva del Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable debería encargarse al Ministro del Ambiente, para cuyo efecto su alterno permanente debería ser el titular de una Subsecretaría de Desarrollo Sustentable en el Ministerio del Ambiente.

La composición y competencias del Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable se deberá determinar en Decreto Ejecutivo.

Las competencias del Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable se deberían definir como:

Aprobar la formulación de los objetivos generales del desarrollo económico y social sustentable, propuesta por el Secretario Ejecutivo –el Ministro del Ambiente o  su alterno permanente.

Revisar los proyectos de proformas presupuestarias que remitan los ministerios de Estado y entidades públicas que tengan presupuesto propio y asegurar su conformidad con los objetivos generales del desarrollo económico y social sustentable.

Proponer fundamentadamente la inclusión de los enfoques del desarrollo sustentable en los planes, programas y proyectos constantes en los proyectos de proformas institucionales.

Remitir sus observaciones sobre el financiamiento de los planes, programas y proyectos institucionales al Ministerio de Economía y Finanzas, para que se requiera a las instituciones correspondientes su inserción en el presupuesto institucional.

2.2.3 Competencias propuestas del Secretario del CNDS

A base de un tal esquema se deberían  revisar las competencias que se atribuyen al “Secretario Técnico-Administrativo” de la propuesta de la Oficina de Servicios Civil y Desarrollo Institucional (OSCIDI):

2.2.3.1 Coordinación administrativa

Elaborar convocatorias con el respectivo orden del día, de las sesiones ordinarias y extraordinarias del CNDS y asegurar su recepción.

Asistir a todas las sesiones.

Suscribir las actas y resoluciones conjuntamente con Presidente.

Entregar a los miembros del CNDS los documentos y datos que requieran para las sesiones y la documentación que sustente el tratamiento de los puntos en el orden del día.

Conocer y someter a consideración del CNDS las solicitudes, objeciones y demás solicitudes dirigidas al Secretario Técnico.

Apoyar la labor de las comisiones dentro de su ámbito y competencia, las que podrán solicitar apoyo técnico para cumplir sus objetivos.

2.2.3.2 Formulación de políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo sustentable

Formular, en concordancia con los lineamientos determinados por el Presidente, y presentar al Consejo, la declaratoria de los objetivos generales del desarrollo económico y social sustentable.

Elaborar estudios de desarrollo sustentable.

Analizar propuestas de estudios, planes, programas y proyectos que presenten en el Consejo sus miembros y proponer borradores para discusión.
2.2.3.3 Coordinación técnica

Formar alianzas estratégicas que permitan financiar la realización de planes, programas y proyectos.

Establecer marcos referenciales consensuados con las instituciones involucrados que guíen la formulación de planes, programas y proyectos.

	2.2 El Consejo de Desarrollo Sustentable y la planificación ambiental

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado  

-Observaciones  
	Proyección

-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	Ley de Gestión Ambiental crea el CNDS


	La actual administración integra el CNDS

-Todavía la actualización y revisión del “Plan Ambiental” se encuentra desvinculada de la planificación nacional obligatoria, vinculada con el Presupuesto del Estado, única planificación de cumplimiento obligatorio contemplada en la Constitución
	Vincular la planificación ambiental con la planificación nacional económica y social –obligatoria por estar vinculada con el Presupuesto del Estado

El CNDS como cuerpo consultivo del órgano planificador constitucional. Ministro del Ambiente o Subsecretario del MAE como Secretario del órgano planificador
	Decreto Ejecutivo que reestructura la conformación y funciones del CNDS

-Constitución de la República

Ley de Gestión Ambiental

Ley de Modernización

Estatuto Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva


2.3 La planificación de uso de suelos

En consonancia con los vacíos manifestados en la legislación y política ambiental de Latinoamérica, este rubro permanece como meramente declarativo de las leyes de Gestión Ambiental y de Desarrollo Agrario. En Ecuador, como en otros países de América Latina, no ha tenido demasiado éxito la normativa que prescribe esta planificación. Según Brañes, “la verdad es que dicho instrumento no goza de la misma aceptación de otros, como es el caso de la evaluación del impacto ambiental, pese al reconocimiento que el ordenamiento del territorio recibió en la Conferencia de Río”
.

En el documento de 1997 se manifestaba:

 En el contexto indicado, conforme la normativa jurídica vigente en el Ecuador y en concordancia con el contenido de los planes urbanos, el Plan de Uso, Manejo y Zonificación de Suelos es, como se ha expresado, básicamente un instrumento de planificación que permite al Estado y sus instituciones orientar las actividades públicas en el nivel regional y micro-regional. Asimismo, permite a las diferentes entidades del Estado informarse y coordinar sus acciones con las acciones que desempeñan otras entidades públicas y privadas en las zonificaciones diversas. También permite contar con criterios apropiados en la concesión o denegación de permisos, autorizaciones, cuando ello corresponda conforme a la ley. Finalmente, la caracterización regional del Plan suministra la pauta sobre procedencia y contenido de los planes de manejo en función de otros estudios de impacto ambiental al interior de la zonificación respectiva. Son inapropiados los enfoques que visualizan el ordenamiento territorial en el sentido "normativo", en vez de "planificador". El enfoque "normativo" de los planes de ordenamiento considera que cabe dictar a los particulares lo que deben o no hacer al interior de sus tierras propias, especialmente en lo relacionado con indicación de cultivos específicos o tipos de explotación, lo que parece inconveniente, a más de impracticable.

“En materia de protección de los suelos y tierras –entendiéndose por tales los espacios destinados a usos agrícolas y no agrícolas, respectivamente—  dice Brañes, hay que decir que estos recursos rara vez cuentan los países de América Latina con ordenamientos jurídicos especiales”
. Por otra parte, Venezuela incluyó en su Constitución la ordenación de territorio, según el autor citado “conocida también como ‘ordenamiento ambiental’ u ‘ordenamiento ecológico”, (que) es un proceso de planificación que, a partir de un diagnóstico de las tendencias del derecho ambiental, establece medidas regulatorias o inductivas para favorecer la protección del medio ambiente y el uso sostenible de los recursos naturales”
. Este país, también cuenta desde 1983 con una “Ley Orgánica para la Ordenación del Territorio”.

El “ordenamiento territorial” es un tema que goza de popularidad en la perspectiva ambientalista, pero que no llega a concretarse en la legislación de los países y, cuando se expiden las leyes correspondientes, su nivel de cumplimiento es restringido. Por ejemplo, Ramón Martín Mateo
 comenta favorablemente la “Ley Valenciana sobre Suelo no urbanizable de 1994”, pero concluye: “aunque dudo que éste y otros mandatos contenidos en esta Ley lleguen a aplicarse”. Para estos instrumentos legales todavía adolecen de “escasos desarrollos en la práctica” y si bien “continúan integrando leyes generales sobre el medio ambiente, … dicho instrumento no goza de la misma aceptación de otros, como es el caso de la evaluación del impacto ambiental, pese al reconocimiento que el ordenamiento del territorio recibió en la Conferencia de Río”
.

La paradoja de la inaplicación de un concepto tan atractivo como la ordenación territorial consiste en la indefinición que lo caracteriza, puesto que su enfoque más generalizado es demasiado ambicioso, además de la coordinación que presupone entre instituciones que tienen sus propias competencias muy específicas, incluyendo las municipalidades. En efecto, la planificación del uso del suelo es una competencia exclusivamente municipal, respaldada por instrumentos coercitivos y sancionatorios que no constan en la Ley de Desarrollo Agrario y su reglamento y Ley de Gestión Ambiental, que también se refieren a este instrumento de planificación.

No obstante, es indudable la necesidad de avanzar con este instrumento, aunque cabría racionalizar su aplicación colaborando con las planificaciones catastrales y de registro, en un enfoque de coordinación de planes de los órganos públicos y de los planes de impacto ambiental.

Una aproximación práctica con la cual se puede avanzar inicialmente en la materialización del concepto, es la que consta en el Reglamento de la Ley de Desarrollo Agrario
.

	2.3 La planificación de uso de suelos

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado  

-Observaciones  
	Proyección 

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	La Ley de Desarrollo Agrario prevé un “plan de uso, manejo y zonificación de suelos” a cargo del Ministerio de Agricultura y Ganadería.

Ley de Gestión Ambiental establece “Plan Nacional de Ordenamiento Territorial” a cargo del Ministerio del Ambiente.
	-Existe indefinición sobre contenido y alcance del “ordenamiento territorial”
	Definir la orientación inicial del Plan Nacional de Ordenamiento Territorial, vinculado a la Planificación social y económica, constante en la Ley Suprema, como un instrumento de coordinación.

-Avanzar inicialmente desde un enfoque coordinador, en el contexto del Art. 21 del Regl. General de la Ley de Desarrollo Agrario.
	Decreto Ejecutivo

-Constitución de la República

-Ley de Gestión Ambiental

-Ley de Desarrollo Agrario y Reglamento




3. PROBLEMAS Y OPORTUNIDADES DEL DESARROLLO SUSTENTABLE DEL ECUADOR

La Iniciativa Latinoamericana citada, establece una priorización de los temas del desarrollo sustentable:

10. Las áreas prioritarias en las cuales se requiere acción urgente incluyen entre otras, la erradicación de la pobreza y las desigualdades sociales; la introducción de la dimensión ambiental en procesos económicos y sociales; el fortalecimiento de instituciones de capacitación técnica y vocacional; la promoción del desarrollo de recursos humanos, particularmente en lo relacionado con tecnologías de información y comunicación; el desarrollo de micro-empresas; la potenciación de organizaciones de la sociedad civil; el fomento de la diversificación económica; la promoción de la cooperación y colaboración regional que aumente la capacidad de la región para tener acceso a los mercados internacionales; la necesidad de trabajo cualitativo y analítico sobre índices para definir la vulnerabilidad de los países afectados; la gestión sostenible de los recursos hídricos; la generación sostenible de energía y la ampliación de la participación de fuentes renovables; la gestión de áreas protegidas para el uso sostenible de la biodiversidad; la adaptación de los impactos provocados por los cambios climáticos y a la gestión sostenible de áreas urbanizadas y rurales, con especial énfasis en las acciones de salud, saneamiento ambiental y minimización de riesgos de vulnerabilidad a los desastres naturales. Son relevantes además, acciones que promuevan la innovación científica y tecnológica, el refuerzo de las instituciones de investigación y desarrollo y la ampliación de las fuentes de financiamiento existentes. En este contexto, centros de excelencia en investigación y desarrollo deben favorecer la construcción de una alianza científica sólida, por medio, entre otros de actividades de intercambio académico, del establecimiento de redes de información interdisciplinaria y de la formulación de proyectos conjuntos de investigación.   

3.1 La regulación y control de las actividades productivas

3.1.1 El aprovechamiento forestal

Los problemas fundamentales de la actividad forestal ecuatoriana no se abordaron con la reestructuración institucional que se produjo con la fusión del extinguido INEFAN y el Ministerio del Ambiente. En efecto, la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, vigente desde 1981, continúa siendo mayormente inaplicada. Por otra parte la declaración de grandes extensiones de tierras como “Patrimonio Forestal del Estado” se dictó a mediados de los ochenta en forma indiscriminada sobre multitud de áreas ocupadas por comunidades y etnias locales. En la actualidad este resulta ser el principal problema forestal, puesto que se niega esta propiedad ancestral a las comunidades y etnias locales y en su lugar se improvisan esquemas reglamentarios de concesión sujetas a revocatorias a cargo de funcionarios locales. Por otra parte, las prohibiciones de talas y las exigencias de planes de explotación forestal sustentable determinadas en documentos reglamentarios, podrían implantarse solamente con la colaboración de los pobladores locales, si estos tuvieran una firme certeza de la propiedad de sus tierras, que no es el caso en la actualidad.

Estas intenciones más o menos adecuadas de reformas se ven menoscabadas por su naturaleza reglamentaria, que se la considera ilegal en por lo menos un estudio interno de la Subsecretaría de Capital Natural –el órgano público de competencias ambientales
.

Por otra parte, tanto el INEFAN en la primera etapa del “Ministerio del Medio Ambiente” y después del “Ministerio del Ambiente”, así como la Subsecretaría respectiva, a partir de la fusión de este Ministerio con el INEFAN, continúan los ejercicios de planeamiento de estrategias forestales, originalmente financiadas por la FAO y en la actualidad por variados proyectos internacionales, principalmente de gobiernos europeos. Los más cumplidos esfuerzos en esta línea son la “Estrategia Forestal”, que se traducen en normas administrativas como las “Normas para el Manejo Forestal Sustentable para el Aprovechamiento de Madera”
, que incluye innovaciones como el “Regente Forestal”
, transplantado de exitosas experiencias en Costa Rica
. Asimismo, debe mencionarse la inclusión de los criterios generales para la elaboración y ejecución de planes de manejo integral y programas de aprovechamiento sustentable de bosques naturales en las reformas del Reglamento de la Ley Forestal
. Cabe también mencionar la “Estrategia Nacional de Biodiversidad”
. 

Las indicadas estrategias resultan valiosos instrumentos para la orientación de las acciones institucionales así como referentes para las actividades del sector privado productivo. No obstante, el gran vacío resulta del carácter técnico de estas normativas, solamente puede imponerse parcialmente a las grandes empresas que trabajan en la formalidad,  mas no al gran porcentaje que trabaja en la informalidad. Así, la deforestación que se denuncia continúa en grandes extensiones de bosques primarios, donde resultan inaplicadas e inaplicables las normativas citadas y donde las sanciones tampoco se aplican y resultan finalmente también inaplicables.

El gran desafío del Ministerio del Ambiente resulta entonces formular las condiciones de desenvolvimiento de las comunidades que están inmersos física y laboralmente en el bosque, de manera que sus intereses y desarrollo social y económico propio se compadezcan con las condiciones del aprovechamiento sustentable del recurso forestal. Un paso en tal sentido, por ejemplo, fue el concepto de adjudicar a las comunidades locales la administración de las áreas de manglar, que les permita un manejo sustentable del mismo en beneficio de las comunidades
. En cambio, las adjudicaciones que se proponen de áreas forestales a las comunidades locales, mas bien limitan y condicionan el ejercicio de los derechos de propiedad que estas comunidades ostentan legítimamente desde épocas anteriores a las declaraciones de patrimonios del Estado, sin brindar una contrapartida de beneficios o de ofrecer algún bienestar a sus habitantes. También resulta prometedora la adjudicación del control del cumplimiento de los planes de aprovechamiento forestal sustentable y de transporte de madera a una empresa privada de prestigio internacional que llevó a cabo el Ministerio del Ambiente en noviembre de 2002.

	3.1.1 El aprovechamiento forestal

Qué se hizo
	Qué se ha avanzado  

-Observaciones  
	Proyección 

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	Supresión del INEFAN y atribución de sus competencias al Ministerio del Ambiente

Nuevo proyecto de Ley Forestal


	Adjudicación a empresa privada de tercerización del control de cumplimiento de planes y proyectos de manejo forestal sustentable y de transporte de madera 

Amplia reforma del Reglamento General de Aplicación de la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre

Normativa nueva de manejo forestal y establecimiento de Regente Forestal

Intento de sustentar jurídicamente el ordenamiento del sector forestal, en el rubro del aprovechamiento de la madera

-Preceptos, prohibiciones y sanciones constantes en las reformas del Reglamento General de la Ley Forestal, podrían contradecir la ley y, consecuentemente, la Constitución (órdenes y sanciones), que en todo caso restan inaplicados


	Los rubros más importantes del ordenamiento forestal (regulación y control) requieren de una ley, pero no se contemplan adecuadamente en los proyectos de Ley (desarrollo forestal sustentable y biodiversidad)

-Proyectos de preceptiva legal a incluirse en el proyecto de Ley para la Conservación y uso sustentable de la Biodiversidad
	Reformas legales en el proyecto de Ley para la Conservación y Uso Sustentable de la Biodiversidad

-Constitución de la República

Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre

Reglamento General de la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre


3.1.2 Construcción de infraestructura

.

La construcción de infraestructura, especialmente de grandes obras, resulta ser la actividad susceptible de degradar la calidad ambiental con mayores controles. El principal y más antiguo instrumento de control ambiental, que es el estudio de impacto ambiental, se concibió originalmente en Estados Unidos, desde 1969, para considerar el impacto en el medio ambiente de acciones federales, calificadas como “grandes” que tuvieran un impacto ambiental significativo
. En el Ecuador, las grandes obras de infraestructura fueron las primeras a las que se aplicó la normativa ambiental, por influencia de los financistas de tales obras: las instituciones multilaterales de crédito BID y BIRF.

La Ley de Prevención y Control de la Contaminación es la primera ley latinoamericana que prescribe el estudio de impacto ambiental, no obstante lo cual tal precepto no tuvo mayor aplicación.

En el Ecuador, la Ley de Gestión Ambiental dispone que “[l]as obras públicas, privadas o mixtas y los proyectos de inversión públicas o privados que puedan causar impactos ambientales, serán calificados previamente a su ejecución”
. Asimismo, autoriza a los órganos públicos competentes para aprobar (“calificar”) los estudios de impacto. En concordancia con esta disposición, la Ley de Hidrocarburos atribuye al Ministerio de Energía y Minas la evaluación y aprobación de los estudios de impacto ambiental, así como el seguimiento respectivo
. Diversas leyes determinan la obligatoriedad del estudio de impacto ambiental para la construcción de carreteras, la explotación minera y se han reglamentado los aspectos ambientales de las actividades de energía eléctrica
.

Hasta la fecha, por falta de reglamentación de la Ley de Gestión Ambiental, el requerimiento del estudio de impacto se aplica básicamente a las grandes obras de infraestructura, especialmente aquellas que se consideran de carácter nacional.

Para los estudios de impacto ambiental de obras de infraestructura se debería añadir como anexos del Proyecto de Reglamento del Sistema Único de Manejo Ambiental (SUMA), una vez que este se haya expedido, manuales específicos para los diferentes tipos de construcción de infraestructura como carreteras, puentes, represas, agroindustrias, etc.

Dentro de las zonas urbanas y suburbanas, la Ley Orgánica de Régimen Municipal atribuye competencias exclusivas a la municipalidad para la autorización de las construcciones, autorizaciones que obviamente pueden contemplar requerimientos de índole ambiental.

	3.1.2 Construcción de infraestructura

Qué se hizo
	Qué se ha avanzado  

-Observaciones
	Proyección 

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	La Ley de Gestión Ambiental contempla Estudio de Impacto Ambiental para “las obras públicas privadas o mixtas y los proyectos de inversión públicos o privados que puedan causar impactos ambientales” –es decir todas las obras. También las leyes de Hidrocarburos y de Minería establecen este requerimiento.

Se han expedido –o actualizado— reglamentos ambientales de minería, hidrocarburos y de energía eléctrica, así como reformado la Ley de Caminos, para incluir y reglar el EIA


	Proyecto de Reglamento del Sistema Único de Manejo Ambiental (SUMA), que resulta apropiado para su expedición inmediata.

-Solamente en obras muy específicas se formulan EIA, conforme su reglamentación sectorial (minas, hidrocarburos, carreteras). 
	Aprobación inmediata del Reglamento SUMA, sin perjuicio de su modificación posterior conforme los requerimientos de su aplicación.

Introducción de la Contraloría General del Estado de requerimiento de EIA o “manifestación ambiental” en bases modelo de contratación de todas obra financiada con fondos públicos.

En forma complementaria, elaborar y expedir anexos del Reglamento SUMA, consistentes en manuales específicos para los diferentes tipos de infraestructura.
	Decreto Ejecutivo

Acuerdo del Contralor General del Estado

-Constitución Política de la República

Ley de Gestión Ambiental

Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado


3.1.3 El desarrollo sustentable y el comercio internacional

El término “desarrollo sustentable” se acuñó en el documento de la UNCTAD “Nuestro Futuro Común”, conocido como “Informe Brundland”, de 1987; donde se visualizaba la pobreza como la causa principal de la degradación ambiental. Desde ya una de las soluciones adelantadas era la generación de recursos a través del crecimiento económico, estimulado en parte por el comercio mundial. Estos enfoques se reiteran en la Agenda 21 y en la Declaración de Río, aprobadas en 1992 en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD). Se promueve un “sistema económico internacional favorable y abierto que llevará al crecimiento económico y el desarrollo sostenible de todos los países, a fin de abordar en mejor forma los problemas de la degradación ambiental”, así como un “consorcio global”, para alcanzar las finalidades expresadas.

Desde la misma Conferencia sobre el Medio Humano de Estocolmo en 1972 se han expresado los temores y discutido los posibles efectos de un “proteccionismo verde” en el libre comercio mundial. De esta fecha es la creación al interior del GATT “de 1947” de un grupo sobre medidas ambientales y comercio mundial, que se reunió en las vísperas de la Conferencia de Río.

La Organización Mundial de Comercio (OMC) fue creada en 1994 y resulta la continuación lógica del GATT llamado de 1947, que permanece al lado del GATT “de 1994”. La finalidad de esos instrumentos es de suprimir el proteccionismo en el comercio mundial expresado en barreras comerciales y discriminaciones unilaterales y propender al libre comercio. El Ecuador forma parte de la OMC desde 1996.

El Plan de Implementación de Johannesburgo, en septiembre de 2002, expresa:

IX. Medios de ejecución

…

95. Los Estados deben cooperar para promover un sistema económico internacional abierto y de apoyo que pueda llevar al crecimiento económico y al desarrollo sustentable en todos los países para encarar mejor los problemas de la degradación ambiental. Las medidas políticas de comercio para propósitos ambientales no deben constituir un medio de discriminación arbitrario o injustificado o una restricción encubierta sobre el comercio internacional. Acciones unilaterales para tratar desafíos ambientales fuera de la jurisdicción de los países importadores deberán ser evitadas. Medidas ambientales que encaren problemas transfronterizos o de medio ambiente mundial deberán en la medida de lo posible, estar basados en un consenso internacional.

Los más importantes convenios multilaterales ambientales contienen medidas vinculadas con el comercio internacional, como es el caso especialmente del “Convenio sobre Comercio Internacional de especies de Flora y Fauna en peligro de extinción”  y del Convenio de Basilea sobre movimiento transfronterizo de desechos peligrosos. Tanto estos convenios, como el Protocolo de Montreal determinan medidas comerciales restrictivas contra terceros Estados no Partes; lo cual contradice el principio del comercio internacional de “nación más favorecida”. Asimismo, el llamado principio precautorio que rige en estos convenio contradice el principio de “evidencia científica razonable” aplicable según las normas de la OMC. A la pregunta de cuáles provisiones aplican —las de la OMC o las de los convenios ambientales multilaterales— en caso de contradicción, se afirma que deben prevalecer las disposiciones de los convenios ambientales, por ser de naturaleza especial; pero las diferencias entre partes y no partes de un convenio ambiental, por medidas comerciales previstas en uno de estos convenios, se deberán ventilar en el seno de la OMC.

El Convenio sobre la Diversidad Biológica tiene un par de disposiciones con posibles efectos comerciales, pero el Protocolo de este instrumento, el Protocolo de Cartagena sobre Biodiversidad expresamente contempla medidas comerciales como ecoetiquetado y principio precautorio, así como indefinición sobre a quién corresponderían los gastos de evaluación de riesgos, potencial fuente de discrepancias.

Tanto el Protocolo de Montreal como el Convenio Marco de Cambio Climático y el Protocolo de Montreal incluyen medidas comerciales que imponen restricciones, pero también oportunidades en el comercio internacional. Especialmente el Protocolo de Montreal permite la comercialización de “unidades de contaminación” a través de mecanismos tales como “implementación conjunta” y certificados de contaminación, que podrían beneficiar a países en desarrollo, a través del financiamiento de la forestación y reforestación, por ejemplo.

El Acuerdo Internacional sobre Maderas Tropicales (ITTA), considera conjuntamente el comercio de la madera cuanto el manejo sustentable de los bosques tropicales. Por lo tanto, somete ese comercio a condiciones ambientales que, según los principios abstractos de la OMC no tendrían que influir en las transacciones. En la actualidad se utiliza el mismo estándar de manejo para los bosques temperados y boreales y no solamente a los tropicales. Se ha aceptado el principio de certificación y etiquetado de la madera en función del cumplimiento de prácticas sustentables de manejo y de resultados en la conservación de la biodiversidad. El Foro de las Naciones Unidas sobre Bosques (UNFF) apunta a la redacción de un proyecto de convenio internacional, obligatorio, para la conservación y manejo de todo tipo de bosques.

El Ministerio del Ambiente tiene competencias para aplicar las disposiciones del Convenio de la Diversidad Biológica, vinculado estrechamente con la cuestión de los organismos genéticamente modificados. Efectivamente, el Protocolo de Cartagena del Convenio de la Diversidad Biológica, regula aspectos determinados del etiquetado de organismos genéticamente modificados que, conforme la Ley de Gestión Ambiental, son de competencia del Ministerio del Ambiente, aunque la Ley de Defensa del Consumidor también alude al tema.

Sobre el comercio de productos agrícolas y otras exportaciones de interés para el Ecuador, el Plan de Implementación de Johannesburgo manifiesta:

IX. Medios de ejecución

86. …

b) Intentar reducir, o según sea apropiado, eliminar los aranceles sobre los productos no agrícolas, incluyendo la reducción o eliminación de los picos arancelarios, los aranceles elevados y el crecimiento constante de los aranceles, así como las barreras no arancelarias, en particular para los productos de exportación de interés para los países en desarrollo. La lista de productos incluidos debe ser integradora y sin exclusiones a priori. Las negociaciones tomaran plenamente en cuenta las necesidades e intereses especiales de los países en desarrollo y de los menos desarrollados, incluso a través de una reciprocidad no plena en los compromisos de reducción de acuerdo a la Declaración Ministerial de Doha;
c) Cumplir, sin perjuicio del resultado de las negociaciones, el compromiso de realizar negociaciones integradas iniciadas bajo el articulo 20 del Acuerdo de la Agricultura, como se establece en los párrafos 13 y 14 de la Declaración Ministerial de Doha destinadas a mejoras sustanciales en el acceso a los mercados, reducciones, con miras a terminar con  todas las formas de subsidio a las exportaciones, y a disminuir sustancialmente las medidas de ayuda interna que distorsionan el comercio, aceptando al mismo tiempo que las disposiciones a un trato especial y diferenciado para los países en desarrollo serán  una parte integral de todos los elementos de las negociaciones y serán representadas en los esquemas de concesión y compromiso, y cuando sea apropiado, en las normas y disciplinas hacer negociadas, con el objeto de ser operacionalmente efectivas y de permitir a los países en desarrollo a tener en cuenta efectivamente sus necesidades de desarrollo, incluyendo la seguridad alimentaria y el desarrollo rural. …

87. Instar a los países desarrollados que aún no lo hayan hecho a trabajar hacia el objetivo de permitir el acceso libre de derechos y cupos de las exportaciones de todos los países menos desarrollados como se estableció en el Programa de acción para los países menos desarrollados para la década 2001-2010, el cual fue adoptado en Bruselas el 20 de mayo de 2001.

	3.1.3 La actividad agraria y el comercio mundial

Qué se hizo  
	Qué se ha avanzado  

-Observaciones  
	Proyección

-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	La Ley de Gestión Ambiental y la Ley de Defensa del Consumidor se refieren al tema de los productos genéticamente modificados

El Ecuador es miembro de la Organización Mundial de Comercio


	Borrador de Decreto Ejecutivo que crea la Comisión Nacional de Bioseguridad

El Ejecutivo ratificó el Protocolo de Cartagena, de Bioseguridad

-Existe indefinición sobre beneficios innegables y perjuicios probados de determinados productos genéticamente modificados. No es seguro que exista en el país capacidad técnica suficiente


	Por el momento podría establecerse moratoria sobre productos genéticamente modificados prohibidos o restringidos en Estados Unidos

-Productos agrícolas determinados de Estados Unidos, Brasil y Argentina que se importan al Ecuador tienen restricciones en la  Unión Europea, pero no en sus países de origen, incluidos los Estados Unidos
	Decreto Ejecutivo sobre instrumentación del control y seguimiento para introducción de productos genéticamente modificados, incluyendo moratoria sobre productos genéticamente modificados prohibidos o restringidos en Estados Unidos

-Ley de Gestión Ambiental

Ley de Defensa del Consumidor

Ley de Sanidad Animal

Ley de Sanidad Vegetal

Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de Biotecnología sobre la Diversidad Biológica


3.2 La contaminación del agua y el manejo de los efluentes

El control de la contaminación del agua y del manejo de los efluentes es una de las competencias ambientales que clara y apropiadamente pertenecen a las municipalidades dentro del área urbana, sin perjuicio de la determinación de los estándares y las normativas que en diferentes medidas y niveles corresponde al Ministerio del Ambiente, el Consejo Nacional de Recursos Hídricos y al INEN.

La ley también atribuye facultades de control de la contaminación de las aguas al Consejo Nacional de Recursos Hídricos
 y a la Dirección General de la Marina Mercante y del Litoral (DIGMER)
, para la contaminación de las aguas marinas por hidrocarburos y sustancias tóxicas derivadas. Son competencias que por su naturaleza se ejercen principalmente fuera de las áreas urbanas.

A pesar de lo que determina la Ley de Aguas, ni el extinguido Instituto Ecuatoriano de Recursos Hidráulicos (INERHI) ni el actual Consejo Nacional de Recursos Hídricos, se han ocupado del tema de contaminación de las aguas, en el ámbito que se encuentra fuera de la competencia municipal, es decir en las zonas rurales. Esta resulta ser un área donde procede inmediatamente la descentralización de tales potestades a los consejos provinciales, que de acuerdo con la Constitución ya ostentan competencias para la promoción y ejecución de obras en “medio ambiente, riego y manejo de las cuencas y microcuencas hidrográficas … en áreas rurales”
, aunque en la provincia del Guayas, estas competencias deberían repartirse con CEDEGÉ.

Se detallan a continuación, por vía de ejemplo, el detalle de competencias y base legal en temas de manejo de efluentes en aguas urbanas
:

	Competencias desarrollo sustentable
	Órgano competente
	Base legal

	Reglamentación de la construcción de desagües de las aguas lluvias y servidas y conocer de las solicitudes de permisos para la construcción de las mismas
	Aprueba el Concejo. Formulado por Dirección de Obras Públicos  
	Ley Orgánica de Régimen Municipal. Art. 64, 13; 163, c) y o)

	Reglamentar la construcción de desagües de las aguas lluvias y servidas y conocer las solicitudes para su construcción
	Dirección de Servicios Públicos o Empresa Municipal
	Ley Orgánica de Régimen Municipal. Art. 64, 13; 163, o)

	Reglamentar conducción del agua dentro de los límites  urbanos
	Dirección de Servicios Públicos, con aprobación del Concejo Cantonal
	Ley Orgánica de Régimen Municipal. Art. 163, j)


	Permiso o autorización
	Requisitos
	Órgano 

competente
	Base legal

	Descarga de residuos industriales en alcantarillado público. 


	Aprobación previa de técnica para el tratamiento de efluentes
	Dirección de Servicios Públicos de la Municipalidad
	Código de la Salud. Art. 28

	Construcción, reparación o modificación de obra pública o privada relacionada con agua potable, canalización y desagües 


	Aprobación de planos y memorias y depósito de fondo de garantía
	
	Ley Orgánica de Régimen Municipal. 161, l); Artículo que se añade después del Art. 490.

Código de la Salud. Art. 9 

	Inicio de operación de obra pública o privada relacionada con agua potable, canalización y desagües
	Inspección periódica
	
	Ley Orgánica de Régimen Municipal. 161, l); Artículo que se añade después del Art. 490.

Código de la Salud. Art. 9, inc. 2°


	3.2 La contaminación del agua y el manejo de los efluentes

Qué se hizo
	Qué se ha avanzado

-Observaciones
	Proyección

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	La Ley de Gestión Ambiental atribuye al “Sistema Descentralizado de Gestión Ambiental” la expedición de los estándares de calidad de las aguas

La Ley de Aguas atribuye el control de la contaminación del agua al Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH).
	Se encuentran listos para su expedición los estándares de calidad de agua

-Para la expedición de los estándares de agua y demás estándares, se requiere modificar la estructura actual de la “Comisión Nacional de Coordinación” para convertirla en órgano técnico de calidad ambiental, “Comisión de Estándares Técnicos y Regulación Ambiental”, incluyendo al INEN
	Expedición de estándares de calidad de agua

Modificar la conformación de la Comisión Nacional de Coordinación, para convertirla en una “Comisión de Estándares Técnicos y Regulación Ambiental”


	Decreto Ejecutivo que modifica la Comisión Nacional de Coordinación

-Constitución Política de la República

Ley de Modernización

Ley de Aguas

Ley de Descentralización

Ley de Gestión Ambiental




3.3 Manejo de recursos naturales renovables

3.3.1 La conservación y aprovechamiento sustentable de los ecosistemas

El enfoque tradicional de conservación, que se refleja en la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, de 1981, privilegia la preservación de fauna y flora y sus hábitat a través de la zonificación de áreas protegidas. En esta ley incluso, la protección de la fauna y la flora silvestre se produce al interior de estas áreas, mientras resulta ambiguo su status jurídico en las demás superficies, especialmente en las tierras de propiedad privada. 

Además, hay que tomar en cuenta las disposiciones del Código Civil, que todavía consideran las especies silvestres como res nullius susceptibles de ocupación por cualquiera que tome posesión de ellas. Esta disposición específica se debe considerar en la actualidad como derogada por la Ley que protege la biodiversidad en el Ecuador
, que atribuyó la calidad de bienes del dominio público a los componentes de la diversidad biológica, es decir la diversidad de genes, especies y ecosistemas, aunque esta nueva categorización también comporta sus dilemas. En efecto, las antiguas categorías del dominio público y del dominio privado se acomodan mal a las características de estos componentes de la biodiversidad, para lo cual resulta más apropiado un enfoque patrimonial que, sin embargo, todavía no está suficientemente formulado por la doctrina jurídica; aunque el concepto patrimonial se entiende más claramente cuando se aplica al patrimonio cultural. En este caso, la denominación de bienes pertenecientes al patrimonio cultural de la Nación, no afecta el dominio privado que sobre tales bienes puedan ostentar los particulares.

Adicionalmente, la reforma del Código Penal
, definitivamente protege la flora y fauna silvestre en general, con independencia del lugar donde se encuentre.

Otros esquemas derivados, como por ejemplo el de “corredores ecológicos”, asumen la existencia de islas de conservación de naturaleza prístina rodeadas de zonas de explotación degradadas. La realidad demuestra que esta visión es parcial o totalmente errónea, puesto que tanto el patrimonio de áreas naturales como el patrimonio forestal del Estado se encuentran intervenidos las actividades de comunidades así como de empresarios. Asimismo, un elevado porcentaje de tal intervención existía con anterioridad de la declaratoria. En el caso de las áreas protegidas, a pesar de la disposición legal pertinente, no se indemnizó a ningún propietario y por lo tanto las tierras de particulares del interior de las áreas protegidas nunca fueron expropiadas y sus propietarios continúan desarrollando sus actividades productivas, conforme al derecho constitucional que les asiste.

	“IV. Protección y gestión de la base de recursos naturales para el desarrollo económico y social
42. e) Promover la amplia aplicación y el posterior desarrollo del enfoque de ecosistemas, tal como se ha elaborado en el trabajo actual del CDB (Convenio de la Diversidad Biológica);”

Plan de Implementación. Johannesburgo, septiembre de 2002.

“El principal marco de acción conforme el CDB es el enfoque de ecosistemas, que intenta lograr un equilibrio entre los tres objetivos de la Convención a través de la aplicación de una estrategia para el manejo integrado de la tierra, el agua y los recursos vivientes que promueva su conservación y uso sustentable de una forma equitativa. Este enfoque reconoce que los seres humanos, con su diversidad cultural son un componente integral de muchos ecosistemas. Las Conferencias de las Partes (de la Convención) han aprobado los principios y guías operacionales del enfoque de ecosistemas.

En el contexto de la Convención, las Partes han adoptado programas de trabajo en cinco áreas temáticas: biodiversidad marina y costera; biodiversidad de aguas continentales; biodiversidad agrícola; biodiversidad forestal; y la biodiversidad de tierras secas y sub-húmedas. Se ha programado para la próxima reunión de la Conferencia de las Partes, en 2004, un acuerdo para el seguimiento de áreas protegidas y el programa de trabajo para los ecosistemas de montañas.”

WEHAB working group. A Framework for Action on Biodiversity and Ecosystem Management. World Summit on Sustainable Development. Johannesburg 2002. Agosto 2002. pp. 30-31. 




Así, desde la Conferencia de Río y con anterioridad, el antiguo esquema de las áreas protegidas se sustituye paulatinamente con el enfoque de ecosistemas. El Convenio de la Diversidad Biológica define la biodiversidad como la diversidad de especies, de genes al interior de esas especies y la diversidad de ecosistemas como hábitat de tales especies. Para el efecto, la conservación y aprovechamiento sustentable deben extenderse más allá de las áreas protegidas y contemplar la totalidad del territorio dentro de las unidades políticas nacionales.

En consecuencia, el autor del presente informe ha insistido por lo menos desde comienzos de la década pasada, en un nuevo enfoque del patrimonio natural del Estado, donde este no se considere una “isla” o una categoría de conservación, sea parque, reserva o cualquier otra denominación, sino que más bien la propuesta es que el llamado patrimonio del INDA, que abarca todo el territorio nacional que no tiene otro dueño, se considere como un conjunto de ecosistemas, dentro de los cuales se contemplen zonificaciones susceptibles de diversos grados de aprovechamiento y conservación.

La biodiversidad y el manejo de ecosistemas son las últimas cuestiones del esquema AESAB (WEHAB, por sus siglas en inglés), propuesto por Kofi Annan, Secretario General de las Naciones Unidas, que comprende el Agua, la Energía, la Salud, la Agricultura y la Biodiversidad y manejo de ecosistemas.

	3.3.1 La conservación y aprovechamiento sustentable de los ecosistemas

Qué se hizo
	Qué se ha avanzado  

-Observaciones
	Proyección

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	El Convenio de la Diversidad Biológica fue aprobado y ratificado por Ecuador. Contempla un manejo global de los ecosistemas, como componente de la Biodiversidad


	El MAE ha elaborado las estrategias corres​​pondientes

-Las estrategias y planes deberían materializarse en normas legales  y reglamentarias para su efectiva aplicación
	Los instrumentos jurídicos correspondientes deberán contemplar un enfoque global e integrado de los ecosistemas, dentro de los cuales se encuentran áreas protegidas, patrimonio forestal, bosques protectores, humedales, páramos y otras zonificaciones
	Legislación de la Diversidad biológica, que incluya el aprovechamiento y uso sustentable de los recursos forestales


3.3.2 Manejo de los recursos hídricos

La cuestión del manejo de los recursos hídricos es uno de los temas que se destacó en la Iniciativa Latinoamericana y el Plan de Implementación de Río. En la iniciativa AESAB del Secretario General de las Naciones Unidas (WEHAB por sus siglas en inglés), la primera letra de AESAB, corresponde a la A de “Agua” (Water, en inglés).

Entre las metas determinadas en el Plan de Implementación de Johannesburgo, la prioridad corresponde a la “Erradicación de la pobreza”:

a) Reducir a la mitad, para el año 2015, la proporción de personas cuyos ingresos sean inferiores a 1 dólar por día y el número de personas que padezcan hambre y, para el mismo año, reducir a la mitad la proporción de personas que carezcan de agua potable. 

	La Agenda 21 al tratar de los recursos de agua dulce, se refiere a la "[p]rotección de calidad y suministro de los recursos de agua dulce: aplicación de enfoques integrados para el desarrollo, manejo y uso de los recursos hídricos" (Cap. 18). El objetivo general que establece la Agenda 21 para el agua dulce es de garantizar a la población del planeta un suministro adecuado de agua de buena calidad, incluyendo el combate de las enfermedades relacionadas con este elemento (18.2). Los principales problemas visualizados para el agua son su escasez generalizada, la destrucción y contaminación de los recursos hídricos, acompañada de actividades incompatibles. Se considera que esto requiere una planificación y manejo integra​dos. Los aspectos a considerarse serían la conservación de todos los cuerpos de agua dulce, contemplando tanto el agua superficial como la subterránea. Sus usos ubican al agua como un recurso multisectorial y que afecta variados intereses, como sanidad, transporte, recreación, tierras altas y bajas, manejo y otras actividades. Finalmente, se consideran prioridades en el uso racional del agua, la prevención y control de las inundaciones, así como el control de sedimentación (18.3).

Derecho Ambiental. E. Pérez. McGraw-Hill. Bogotá, 2000. p. 271.


Las recomendaciones del grupo de Naciones Unidas para la “acción en agua y sanidad” destacan la necesidad de desarrollar manejo integrado de recursos hídricos (IWRM, en inglés), así como “preparar y ejecutar planes de acción de manejo de aguas a nivel nacional
. No obstante, esta planeación nacional se concibe con pleno reconocimiento de que “las cuestiones de aguas requieren tratarse en el nivel local y resolverse en el nivel local”
.

Se determina que los problemas más agudos de los recursos hídricos son la “regulación y manejo”, “aspectos (que) continúan siendo débiles en extremo”. Además, “[e]xiste poca correspondencia entre los recursos disponibles y la selección y diseño de los sistemas”
.

¿Cuál es el rol que se asigna al sector privado en el manejo de los recursos hídricos? Se considera que “[n]o existe un consenso o modelo claro de cómo convertir la provisión de aguas y servicios sanitarios en una industria, con un papel para el sector privado. Así el proceso de proveer agua y servicios sanitarios resulta un área donde la flexibilidad es importante y donde las partes involucradas se podrían asociar, prestando especial consideración a las interacciones con las comunidades locales”
. Las disposiciones constitucionales vigentes ofrecen un marco coherente con los criterios expresados:

Art. 246.- El Estado promoverá el desarrollo de empresas comunitarias o de autogestión,  como cooperativas, talleres artesanales, juntas administradoras de agua potable y otras similares, cuya propiedad y gestión pertenezcan a la comunidad o a las personas que trabajan permanentemente en ellas, usan sus servicios o consumen sus productos.

…

Art. 249.- Será  responsabilidad del Estado la provisión de servicios públicos de agua potable y de riego, saneamiento, fuerza eléctrica, telecomunicaciones, vialidad, facilidades portuarias y otros de naturaleza similar. Podrá prestarlos directamente o por delegación a empresas mixtas o privadas, mediante concesión, asociación, capitalización, traspaso de la propiedad accionaria o cualquier otra forma contractual, de acuerdo con la ley. Las condiciones contractuales acordadas no podrán modificarse unilateralmente por leyes u otras disposiciones.

El Estado garantizará que los servicios públicos, prestados bajo su control y regulación, respondan a principios de eficiencia, responsabilidad, universalidad, accesibilidad, continuidad y calidad; y velará para que sus precios o tarifas sean equitativos.

La propuesta de la “Gestión Pública Ambiental”, de 1997,  incluye el Consejo Nacional de Recursos Hídricos como órgano dependiente del Ministerio del Ambiente, lo cual tiene mayor validez hoy que en la época en que originalmente se formuló.

	3.3.2 Manejo de los recursos hídricos

Qué se hizo
	Qué se ha avanzado  
-Observaciones  
	Proyección 

-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	El MAE conforma el Directorio del Consejo Nacional de Recursos Hídricos


	El MAE se ha integrado como miembro del Directorio del Consejo Nacional de Recursos Hídricos


	El MAE debería presidir el Directorio del Consejo Nacional de Recursos Hídricos (CNRH) y descentralizar efectivamente la adjudicación de los derechos de aprovechamiento de agua y el control de la contaminación en las áreas rurales a los consejos provinciales y al CEDEGÉ en la cuenca del Guayas

-Acuerdo político con el Ministerio de Agricultura

-Formulación y expedición de Ley de Recursos Hídricos


	Decreto Ejecutivo que adscribe el CNRH al Ministerio del Ambiente 

Proyecto Ley de Aguas

-Constitución Política

-Ley de Modernización

Ley de Aguas

Ley de Gestión Ambiental

Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva


	3.1.2 Manejo de los recursos hídricos (descentralización a Consejos provinciales)
Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado

-Observaciones  
	Proyección

-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	La Constitución atribuye competencias Consejos Provinciales en obras de riego


	MAE integra Directorio de Consejo Nacional de Recursos Hídricos

-El CNRH no ha descentralizado la adjudicación de derechos de aprovechamiento de aguas ni el control de la contaminación de aguas atribuido por la Ley de Aguas
	Descentralización de  la adjudicación de los derechos de aprovechamiento de aguas a los Consejos Provinciales y CEDEGE y de la potestad del control de la contaminación de aguas, según los estándares y normativa dictada por MAE
	Decreto Ejecutivo que descentraliza adjudicaciones de aprovechamiento de aguas y control de la contaminación a los consejos provinciales y al CEDEGÉ –en la cuenca del Guayas

-Constitución de la República

Ley de Modernización

Estatuto del Régimen Administrativo de la Función Ejecutiva


3.3.3 Los recursos costeros

	IV. Protección y gestión de la base de recursos naturales para el desarrollo económico y social
29. Los océanos, los mares, las islas y las zonas costeras constituyen un componente integrado y esencial de los ecosistemas de la tierra y son fundamentales para la seguridad alimentaria mundial y para sostener la prosperidad económica y el bienestar de muchas economías nacionales, en particular de los países en desarrollo. Garantizar el desarrollo sustentable de los océanos requiere una coordinación y una cooperación eficaz entre los organismos y medidas en todos los niveles para:
…

b) Promover la implementación del capítulo 17 de la Agenda 21, en que figura el programa de acción para lograr el desarrollo sustentable de los océanos, las áreas costeras y los mares a través de las áreas del programa: gestión integrada y desarrollo sustentable de las áreas costeras, incluyendo las zonas económicas exclusivas; protección ambiental de los mares; uso y conservación sustentable de los recursos marinos vivientes; resolución de las incertidumbres críticas para la gestión del medio ambiente marino y los cambios climáticos; fortalecimiento de la cooperación y coordinación internacional, incluyendo el plano regional; y desarrollo sustentable de las pequeñas islas;
c) Establecer un mecanismo de coordinación interinstitucional fijo, eficaz y transparente sobre cuestiones oceánicas y costeras en el sistema de las Naciones Unidas;
d) Promover la aplicación para 2010 del enfoque sobre ecosistemas, teniendo en cuenta la Declaración de Reykiavik sobre Pesca Responsable en el Ecosistema Marino y la Decisión 5/6 de la Convención sobre Diversidad Biológica;
e) Promover la gestión costera y oceánica integrada, multidisciplinaria y multisectorial a nivel nacional y estimular y colaborar con los Estados costeros para que desarrollen políticas y mecanismos oceánicos para la gestión costera integrada;
f) Fortalecer la cooperación regional y la coordinación entre las organizaciones y programas regionales competentes, los programas regionales del PNUMA sobre los mares, las organizaciones de gestión de la pesca y otras organizaciones científicas, de salud y de desarrollo regionales;
g) Ayudar a los países en desarrollo a coordinar políticas y programas en los planos regional y subregional con el fin de conservar y ordenar los recursos pesqueros y aplicar planes de gestión integrada de las zonas costeras, incluso promoviendo las actividades de pesca costera y en pequeña escala sustentable y, cuando corresponda, desarrollar la infraestructura relacionada.
h) …

Plan de Implementación. Johannesburgo, septiembre 2002.



Conforme la propuesta de 1997, el Programa de Manejo de Recursos Costeros se encuentra en la actualidad adscrito al Ministerio del Ambiente, aunque carece de personalidad jurídica. Por otra parte, la Subsecretaría que funciona en la Costa se encuentra a cargo de los recursos costeros, pero no tiene control ni competencias en las zonas de manglares, por continuar estas en el ámbito de la Subsecretaría forestal, denominada “de capital natural”. Asimismo, por estar atribuido a otro Ministerio, tampoco tiene la Subsecretaría de la Costa competencias en los recursos pesqueros. Así, para un manejo integrado de los recursos costeros, una Secretaría de Recursos Costeros debería manejar manglares y pesca –y preferiblemente también los recursos forestales costeros en general, tal vez con excepción del área forestal de la provincia de Esmeraldas, que se encuentra inevitablemente vinculada con la industria maderera que tiene su sede principal en la provincia de Pichincha.

Dentro de la visualización AESAB  tanto sobre aguas como ecosistemas de las Naciones Unidas para la Cumbre de Johannesburgo, de septiembre 2002, una de las áreas de acción, citada líneas arriba, es el desarrollo de esquemas de manejo integrado de recurso hídricos, que incluya manejo de áreas costeras y de cuencas
.

	3.3.3 Los recursos costeros

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado  
-Observaciones  
	Proyección

-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	
	La actual administración ambiental integró el Programa de Recursos Costeros al Ministerio del Ambiente

-Todavía no se integran las funciones complementarias de las dependencias del MAE bajo la dirección política de la Subsecretaría de la costa. Se requiere integrar el manejo de los manglares y en general recursos forestales, así como recursos pesqueros


	Dependencias con competencias en recursos costeros deberían reportarse políticamente a la Subsecretaría de la Costa, incluyendo los recursos pesqueros y, por supuesto, los manglares y las actividades de acuicultura, sea marina o de tierras altas
	Decreto Ejecutivo que desconcentra manejo de manglares y en general recursos forestales (con excepción de bosques de Esmeraldas) a una Subsecretaría de Recursos Costeros. Asimismo, el DE deberá refundir la Subsecretaría de Recursos Pesqueros con la Subsecretaría de Recursos Pesqueros, con sede en Guayaquil. Debería domiciliar la principal competencia pesquera en una Dirección Nacional ubicada en Manta, reservando para la Subsecretaría de Guayaquil directamente la competencia camaronera, incluyendo la pesca camaronera

Acuerdo Ministerial

-Constitución de la República

Ley de Modernización

Estatuto del Régimen Jurídico de la Función Ejecutiva


3.4 Recursos naturales no renovables, especialmente hidrocarburos y minería

	3.4.1 La normativa ambiental en el aprovechamiento de los recursos naturales no renovables

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado

-Observaciones
	Proyección

-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	Actualización y expedición de Reglamentos ambientales de operaciones hidrocarburíferas y mineras y de energía eléctrica


	Las normas sobre Estudios de Impacto Ambiental de aprovechamiento de recursos no renovables (hidrocarburos, minería, energía eléctrica) han mejorado

-El Estado todavía no formula un sistema adecuado de seguimiento y control que combine la seguridad jurídica con el cumplimiento de los compromisos ambientales de los inversionistas
	Enfoque contractual del Estudio de Impacto Ambiental que considere como ley para las partes los compromisos asumidos en los planes de manejo


	Acuerdos ministeriales

Resolución del CONELEC

Reforma legal con lineamientos claros sobre potestades de “policía administrativa” de los órganos públicos con competencias ambientales (permisos, licencias, autorizaciones y sanciones)

-Ley de Gestión Ambiental

Ley de Minería

Ley de Régimen del Sector Eléctrico

Reglamentos ambientales


3.4 La captación de carbono
Los mecanismos de implementación del Protocolo de Kioto para compensar a los países que contribuyan en la fijación del carbono no terminan de armarse ordenadamente. No obstante, existen países donde esquemas determinados de captación de carbono del sector privado se están realizando, incluyendo el Ecuador. La corporación civil sin fines de lucro constituida para el efecto por el Ministerio del Ambiente, denominada Corporación para el Desarrollo Limpio (CORDELIM), se encuentra en funcionamiento, sin que por el momento desenvuelva sus objetivos.

El Plan de Implementación de Johannesburgo se refiere al Protocolo de Kioto y enfatiza los requerimientos a los diferentes países para la disminución de los gases denominados de efecto invernadero, mas no enfatiza como se hubiera esperado ni siquiera desarrolla el tema de los mecanismos de compensación contemplados en el Protocolo. En uno de los documentos del grupo de trabajo AESAB estos mecanismos apenas si se mencionan en uno de los párrafos.

	“… Un  gran incentivo para el liderazgo industrial serán los mecanismos del Protocolo de Kioto, incluyendo el Mecanismo de Desarrollo Limpio. A través del mismo, los países en desarrollo pueden avanzar en el cumplimiento de sus objetivos de desarrollo sustentable, al tiempo que reducen las emisiones de gases de efecto de invernadero, desarrollando tecnologías más avanzadas de energías fósiles y generando nuevas inversiones”.

WEHAB working group. A Framework for Action on Energy. World Summit on Sustainable Development. Johannesburg 2002. Agosto 2002. p. 13.




Pero además de los mecanismos del Protocolo de Kioto, a nivel nacional también existe un sistema normativo que debe ajustarse para el cumplimiento de las disposiciones de este instrumento internacional, que tiene fuerza de ley en Ecuador
. Según Brañes “[l]as medidas de mitigación implican la construcción de una legislación nacional sobre el cambio climático en función del objetivo último de la misma Convención (de Cambio Climático), esto es, exigen cambios legislativos en un plano nacional que, teniendo en cuenta la política que se establezca para la mitigación del cambio climático, que pueden llevarse a cabo mediante la expedición de una legislación específica sobre la materia do de la revisión y adecuación de la compleja trama de normas jurídicas que tienen alguna incidencia en el tema, como es la legislación sobre energéticos, sobre la capa vegetal y suelos forestales, sobre actividades agropecuarias y sobre transportes, entre otras”
. 

	3.4 La captación de carbono

Qué se hizo
	Qué se ha avanzado

-Observaciones
	Proyección

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	Ecuador ratificó el Protocolo de Kioto


	Constitución de Corporación CORDELIM –apoyo y financiamiento “desarrollo limpio”
	Se requiere adaptar el cuerpo legal vinculado con el cambio climático, especialmente aplicable a los instrumentos del protocolo de Kioto. Pero, en  una instancia inicial la administración ambiental puede aplicar la totalidad de las provisiones sin cambios legales ni reglamentarios
	Normas internas del MAE

Reformas legislativas

Decretos Ejecutivos




4. LA INSTRUMENTACIÓN INSTITUCIONAL Y LEGAL

4.1 El rol del Ministerio del Ambiente en el desarrollo sustentable

	4.1 El rol del Ministerio del Ambiente en el desarrollo sustentable

Qué se hizo
	Qué se ha avanzado  

-Observaciones
	Proyección

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	Se creó el Ministerio del Ambiente. Se atribuyó al MAE potestades adicionales en la Ley de Gestión Ambiental y se creo el Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable (CNDS)

Se suprime el INEFÁN, asumiendo el Ministerio del Ambiente la competencia forestal


	El MAE ha consolidado la definición de su rol, a través de planes y estrategias y la ejecución de una reforma institucional

-La refundición del órgano forestal dentro del MAE menoscaba las funciones rectoras, reguladoras y de control, por el excesivo peso de la operación forestal

-La tarea pendiente es la implementación de los planes y estrategias, la aprobación de los proyectos de reglamentos, incluyendo Reglamento de la Ley de Gestión Ambiental –ver más adelante referencias a la cuestión normativa ambiental

-Algunas potestades regulatorias, sancionatorias y de control carecen de respaldo legal suficiente
	Implementación de estrategias, planes y programas y expedición de proyectos normativos

Afianzamiento de potestades normativas, de control y reguladoras del MAE

-Resulta urgente una reforma legal que permita afianzar la legalidad del poder de policía –concesiones, permisos, licencias y sanciones— y las demás competencias descritas en “2.1.4 Principales Potestades Públicas que se consideran en la Estructura del Ministerio del Ambiente”
	Decretos Ejecutivos

Reforma legal

-Constitución de la República

Ley de Modernización

Estatuto Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva




4.2 Las competencias ambientales y sanitarias de las municipalidades

Como se desarrolla en un Anexo del presente informe, las municipalidades ostentan competencias plenas en los temas ambientales y sanitarios, incluyendo la aprobación de estudios de manejo ambiental, pero no tienen potestades para otorgar la licencia ambiental.

La normativa, regulación y estandarización de estas facultades municipales corresponden al Ministerio del Ambiente, el cual se encuentra listo para su expedición puesto que su esquema resulta apropiado para una manejo descentralizado. No obstante, se encuentran contradicciones entre este proyecto y el proyecto  de estándares de calidad, que también se encuentra listo para su expedición. En este último proyecto, se escinde el proceso de estudio de impacto, licencia y auditoría ambiental y se establecen una serie de obligaciones sobre los particulares, incluyendo determinación de sanciones, que no corresponden a un instrumento administrativo.

Los esquemas de descentralización que se manejan en el Ministerio del Ambiente proponen como competencias ministeriales descentralizables a las municipalidades, funciones ambientales y sanitarias que estas ostentan sin duda alguna, conforme la Ley Orgánica de Régimen Municipal, como se puede apreciar en el Anexo sobre competencias ambientales de las municipalidades.

	4.2 Las competencias ambientales y sanitarias de las municipalidades

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado  

-Observaciones  
	Proyección 
-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	La Ley Fundamental y la  Ley de Descentralización determinan la descentralización de competencias a las municipalidades


	Proyecto SUMA regula descentralización de aprobación de EIA y licencias ambientales

-El tema de los EIA y las licencias es la principal competencia que el MAE podría descentralizar, puesto que las otras competencias identificadas pueden ser asumidas directamente por las municipalidades a base de la Ley Orgánica de Régimen Municipal, sin necesidad de convenios
	Ministerio del Ambiente y Ministerio de Salud descentralizan sus competencias ambientales y sanitarias operativas a las municipalidades

-Convenios por proyectos específicos
	Convenios de descentralización

-Constitución de la República

Ley de Descentralización

Ley de Modernización


5. DESARROLLO INSTITUCIONAL PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL DESARROLLO SUSTENTABLE: tercerización, descentralización y Desconcentración de la gestión ambiental gubernamental

5.1 La estructura institucional del Ministerio del Ambiente

En este apartado se consideran los aspectos denominados: “Temas institucionales: 1. Estructura del Ministerio del Ambiente; 2. Objetivo del Ministerio del Ambiente (MAE); 3. Acción del MAE [a) Formulación de políticas públicas; b) Descentralización y desconcentración; c) estándares técnicos y regulaciones ambientales; d) gestión ambiental local y ciudadana; e) Desarrollo sustentable. Dirección política de entidades de manejo de recursos]; 4) Control ambiental; 5) Participación, capacitación, educación y apoyo a la sociedad civil, especialmente las comunidades locales” (“Programa de trabajo y cronograma de la consultoría de revisión del proceso institucional del Ministerio del Ambiente en el período 2001-2002,  determinación de la situación actual, perspectivas a corto, mediano y largo plazo y recomendaciones”).

El tema del fortalecimiento institucional se centra en la discusión de: cómo las modificaciones ejecutadas y propuestas viabilizan la actividad en el desarrollo sustentable, comprendiendo implementación de políticas públicas, control y regulación ambiental, desarrollo forestal y conservación de áreas protegidas en el Ecuador, a través de entidades operativas y procedimientos específicos, con legitimidad de Derecho Público, sujetas a la regulación y control político del Ministerio del Ambiente. 

5.2 La centralización, descentralización y desconcentración del manejo y control ambiental

5.2.1 La centralización administrativa de la competencia forestal
La transformación más llamativa del Ministerio del Ambiente desde su creación hasta la fecha fue su refundición con el órgano público forestal –el Instituto Ecuatoriano Forestal y de Áreas Naturales (INEFAN), creado por ley en 1994. La perplejidad que causó esta refundición que abruma al Ministerio con tareas operativas que se desempeñan mejor por una persona jurídica de derecho público, se especuló en su momento como una movida habilidosa para impedir una conjeturada supresión del Ministerio del Ambiente.

Se considera en forma acertada que las actividades operativas son incompatibles con la regulación, normativa y control. En el caso del Ministerio del Ambiente, se visualizó su desempeño como supervisor y  regulador de entidades de manejo de recursos naturales renovables: forestal, ecosistemas, aguas, recursos costeros, incluyendo recursos pesqueros, y Galápagos.

En todo caso, la realidad de la refundición del Ministerio del Ambiente con el órgano forestal determinó iniciativas encaminadas a reducir el peso operativo, incluyendo las propuestas de corporaciones civiles sin fines de lucro para el financiamiento forestal (CORFORE), de aspectos de la diversidad biológica (BIO-E, anteriormente denominada CORPROBÍO) y la creación de CORDELIM (Corporación para el Desarrollo Limpio). Las actuales autoridades forestales definen esta tendencia como el “[m]andato de limitar la autoridad forestal a políticas, normas y control estratégico y de delegar la operación al sistema nacional tercerizado de control forestal (SNTCF)
.

En todo caso, el reto en competencias forestales es de avanzar a una descentralización administrativa de las competencias forestales y de aprovechamiento y conservación de ecosistemas que en ningún caso podría afrontarse con un retorno a la figura superada del extinguido INEFAN.

5.2.2 Sistema de Tercerización del Control Forestal.

Los esfuerzos por controlar la tala forestal no sustentable se han centrado en esquemas variados de refuerzo del control de transporte de madera por medio del uso de guías. El sistema de guías no ha impedido el transporte ilegal de la madera y se considera que esta práctica es un foco de corrupción a la cual no se ha encontrado alternativas.

El Ministerio del Ambiente, a través de la Subsecretaría de Capital Natural diseñó un original esquema de tercerización de control de cumplimiento de los planes de aprovechamiento forestal sustentable y de movilización de productos forestales maderables, cuyo proceso concluyó con la adjudicación a una firma privada de prestigio internacional (Ver Cuadro 3.1.1 “El aprovechamiento forestal”, en apartado 3.1 “La regulación y control de las actividades productivas”).

5.2.3 La descentralización de competencias del Ministerio del Ambiente

Para efectos de la descentralización se contemplan las competencias descentralizadas / descentralizables a los consejos provinciales y a las municipalidades en relación con las competencias que actualmente ostentan estas entidades del régimen seccional autónomo, competencias conferidas por la Constitución y por las leyes Orgánica de Régimen Provincial y de Régimen Municipal, además de un precepto contenido en la Ley de Gestión Ambiental. No debe confundirse esta descentralización con la descentralización administrativa que realiza el Ministerio del Ambiente a otras entidades con personalidad jurídica o que pueden ser establecidas en una ley, a lo que se hace referencia en el acápite anterior (5.1.1 La centralización administrativa de la competencia forestal)

La Ley de Régimen Municipal establece las competencias que la municipalidad ejerce dentro del cantón. Además, debe considerarse la multa que, según la Ley de Gestión Ambiental la municipalidad puede imponer a cualquier persona natural o jurídica que no haya informado sobre los potenciales o actuales “daños ambientales a los ecosistemas”
. En un Anexo del presente estudio, se detallan las competencias ambientales de las municipalidades.

Según el análisis de la Corporación de Estudios y Publicaciones, en el ámbito provincial el Consejo Provincial ejerce todas las competencias ambientales que la Constitución atribuye al Estado, incluyendo el derecho de la población de vivir en un medio ambiente libre de contaminación y garantizar la preservación de la naturaleza
. La Constitución expresamente encarga al consejo provincial “promover y ejecutar obras en … medio ambiente, riego y manejo de cuencas y microcuencas hidrográficas
. La Ley Orgánica de Régimen Provincial dispone que el Consejo Provincial preste “servicios públicos de interés provincial directamente o en colaboración con los organismos del Estado o de las municipalidades” (Art. 7, b) y efectuar “su planificación siguiendo los principios de … aprovechamiento sustentable de los recursos naturales” (Art. 7, k). Asimismo, le corresponde “[c]olaborar con los organismos correspondientes en la explotación forestal y pesquera, ya para proteger las obras que construya, ya también para impedir la despoblación ictiológica y la tala de bosques” (Art. 29, o). 

Por otra parte, la Ley de Descentralización alude a los convenios “[p]ara la transferencia de las atribuciones, funciones y responsabilidades” y a “las transferencias definitivas” (Art. 12, 9 y 10), distinguiendo la transferencia de la delegación “por el tiempo que fije el convenio y en las condiciones que este determine, la responsabilidad y las atribuciones inherentes al cumplimiento de determinadas actividades y funciones, así como la prestación de servicios públicos específicos”. Así se entendería que la transferencia es definitiva, mientras que la delegación sería solamente provisional. Esta distinción no tiene asidero en la doctrina del Derecho Administrativo
 ni en la Constitución ecuatoriana
, la cual no hace diferenciación alguna; pero en todo caso el tema no tiene mayor incidencia en esta breve discusión sobre la transferencia de competencias ambientales a los consejos  provinciales y a las municipalidades.

En el caso de los consejos provinciales, la Ley de Descentralización enumera en forma no taxativa las competencias a ser transferidas en forma definitiva. Así, aunque la Ley de Descentralización no contemple expresamente la transferencia a los consejos provinciales del otorgamiento de las licencias ambientales, el convenio respectivo puede transferir esta competencia en función de la norma constitucional que dispone que “[l]as competencias del gobierno central podrán descentralizarse”, con excepciones expresamente determinadas
. 

Un aspecto que se debe considerar en las transferencias  y delegaciones es que, si bien los consejos provinciales y las municipalidades podrían emprender en muchas de las actividades detalladas como descentralizables, sin necesidad de un convenio de descentralización, no siempre podrá justificar legalmente la apertura de una partida presupuestaria y la solicitud de asignación de fondos para asuntos que no se encuentran plenamente determinados como una competencia misma por alguna ley o, en su defecto por un convenio de transferencia de competencias o por delegación.

La competencia del otorgamiento de la licencia ambiental se descentraliza al Consejo Provincial en los convenios que se comentan
, lo cual podría ser materia de discrepancias con alguna municipalidad, que podría considerar como invasiva esta atribución del consejo provincial en  un ámbito geográfico que corresponde a la municipalidad.

En vista de la limitación impuesta por la Constitución a los consejos provinciales de ejecutar obras solamente en las áreas rurales se debería entender que estas competencias ambientales descentralizadas se deberán ejercer en esas áreas para no interferir con las competencias legítimas que las municipalidades ejercen dentro del área urbana y, en materias determinadas, también en las áreas rurales. Tal vez debería corresponder a las municipalidades el otorgamiento de  la licencia ambiental de actividades de bajo y mediano impacto, salvo cuando las obras correspondientes tengan una proyección que desborde los límites cantonales.

No obstante, algunas de las competencias determinadas en los convenios se consideran de “operación concurrente”, definida como una ejecución conjunta entre el consejo provincial y las municipalidades de la provincia. En el caso de las competencias relacionadas con la “calidad ambiental”, todas ellas se las considera incluidas en este rubro de “operación concurrente”. De hecho, las competencias relativas a calidad ambiental que se transfiere a las municipalidades son las mismas atribuidas al consejo provincial, con ciertas excepciones
; incluyendo “[m]antener un sistema de información provincial”, lo cual puede ser un simple error de redacción. Dependiendo de la forma como se ejerzan estas facultades, podría alegarse justificadamente que se restringen las potestades municipales, permitiendo que se inmiscuya el consejo provincial, especialmente en aquellos temas donde la municipalidad tiene una competencia exclusiva previamente atribuida por la Ley Orgánica de Régimen Municipal. Asimismo, las municipalidades podrían oponerse a compartir fondos públicos con el consejo provincial, para ejecutar competencias que tengan que realizarse dentro del área urbana o incluso en el área rural, sobre competencias tengan expresamente atribuidas por la Ley de Régimen Municipal. 

	5.2.3 La descentralización de la gestión y control ambiental
Qué se hizo
	Qué se ha avanzado

-Observaciones 
	Proyección

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	Ley de Descentralización y Plan Nacional de Descentralización, con enumeración de competencias ambientales descentralizables (Sector 9)

Se suscribieron convenios con determinadas municipalidades


	Se suscribió el convenio marco con CONCOPE

Transferencia de competencias a varios consejos provinciales y municipalidades

-CONCOPE no podría recibir ni transferir competencias 

-Simultáneamente con la descentralización de importantes competencias como de Estudios de Impacto y licencias ambientales, se descentralizan a los consejos provinciales competencias que corresponde​rían apropiadamente a las municipalidades o que estas ya ostentan
	Avanzar en temas inmediatos: estudios de impacto y licencias ambientales, conforme proyecto SUMA

Revisar competencias que se descentralizan a los consejos provinciales que más bien deberían asignarse a las municipalidades

-Se requieren  normativas y manuales de EIA y licencias ambientales
	Decreto Ejecutivo

Convenios de descentralización

-Constitución de la República

Ley Orgánica de Régimen Provincial

Ley Orgánica de Régimen Municipal

Ley de Gestión Ambiental

Ley de Modernización

Ley de Descentralización

Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva


5.2.4 Desconcentración del Ministerio del Ambiente, incluyendo la competencia de los recursos pesqueros y recursos hídricos (Sistema de Desconcentración)

En el área de la desconcentración se destaca la asignación de competencias determinadas de recursos costeros a la Subsecretaría de Gestión Ambiental Costera, con sede en Guayaquil. Para una desconcentración apropiada se deberían desconcentrar competencias de las demás subsecretarías a la Subsecretaría de Gestión Ambiental Costera, es decir competencias forestales, especialmente de manglares y competencias en calidad ambiental, que ahora no ostenta. Adicionalmente, la Subsecretaría de Recursos Pesqueros, que es actualmente una dependencia del Ministerio de Comercio Exterior, Competitividad y Pesca se debería trasladar a la Subsecretaría de Gestión Ambiental Costera, con sede en Guayaquil. Las competencias forestales de Esmeraldas deberían conservarse en la Subsecretaría de Capital Natural, con excepción de los manglares. Para la pesca se podría instalar una Dirección Nacional en Manta, con excepción de lo relativo a camarones, tanto de piscinas como de arrastre que seguirían e Guayaquil.

Por otra parte, las delegaciones forestales regionales se estructuran como “entes contables”
, con la denominación de “Unidades Financieras Desconcentradas”
. Se dispone que estas oficinas desconcentradas recauden sus propios ingresos, de los cuales un porcentaje se remite al Ministerio del Ambiente. Esto podría resultar apropiado en casos de regiones con abundantes recursos, pero en también podría convertirse en el origen de exagerados cobros y trabas a los particulares, para conseguir recursos propios.

Complementariamente se delegan funciones determinadas a los servidores que se enumeran de estas unidades financiera desconcentradas
. Las competencias respectivas se enumeran detalladamente en el Acuerdo ministerial, no obstante lo cual algunas delegaciones fundamentales por la forma como están redactadas podrían someterse a  una interpretación restrictiva, que las despojaría de contenido. En efecto, se autoriza a la máxima autoridad del distrito regional a:

Suscribir contratos y convenios, sujetándose a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes.

Nombrar, promover, ascender y/o sancionar a los funcionarios del distrito regional, y firmar, en conjunto con el Líder de Equipo Regional de Desarrollo Organizacional, las respectivas acciones de personal, en cumplimiento de las leyes, reglamentos y normas vigentes.

Estas competencias fundamentales para una verdadera desconcentración, son pasos complementarios y culminaciones de procesos previos que se denominan: 1. Calificación, selección y designación de personal; y. 2. Formulación de pliegos contractuales, invitación a presentar ofertas, calificación de ofertas y adjudicación –en el caso de contratos. Además, para las consultorías, un paso adicional es el de negociación y ajuste de los términos contractuales. Así, el nombramiento y la suscripción del contrato resultan meras actividades formales, consecuencias de los indicados procesos, que no se encuentran incluidos en la enumeración de competencias desconcentradas. Si la intención efectivamente es de desconcentrar completamente los nombramientos de personal y la adjudicación de contratos, entonces se requiere incluir la referencia expresa en los respectivos instrumentos.

Por otra parte, tanto para el trámite de selección de personal cuanto para los procesos precontractuales y la adjudicación misma ser requiere la existencia de los reglamentos respectivos del Ministerio del Ambiente
 a los que se sometan las unidades desconcentradas.

Finalmente, se observa que para las cuestiones no delegadas a los distritos regionales, estos continúan reportándose a las subsecretarías de la Capital de la República, pero en el caso de los distritos regionales de la Costa, los distritos deberían reportarse a la Subsecretaría de Gestión Ambiental Costera.

	5.2.4 Desconcentración del Ministerio del Ambiente
Qué se hizo
	Qué se ha avanzado

-Observaciones
	Proyección

-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	Se dictaron las leyes de Descentralización y de Gestión Ambiental. La Ley de Descentralización contiene provisiones sobre desconcentración de competencias

La Ley de Gestión Ambiental contempla el “sistema descentralizado de gestión ambiental”


	Se delegaron atribuciones a la Subsecretaría de Gestión Ambiental Costera

Se estructuraron entes contables regionales –desconcentración; y se desconcentraron determinadas competencias

-El “sistema descentralizado de gestión ambiental” establecido en los Arts. 10 y 11  de la Ley de Gestión Ambiental contempla una parcial “descentralización institucional” ambiental, pero a instituciones con sede en la Capital de la República
	Añadir a la Subsecretaría de Gestión Ambiental Costera, las competencias sobre manglares, forestales, de recursos pesqueros y políticas de control de contaminación y adjudicaciones de aprovechamiento de aguas

Complementar las competencias desconcentradas de selección, designación y nombramiento de personal, así como cancelación y las competencias para trámites pre-contractuales y adjudicación, así como expedir los reglamentos de los trámites respectivos

Desconcentrar la formulación de políticas de ejecución regional, con los entes contables regionales reportándose a la Subsecretaría de Gestión Ambiental Costera
	Decreto Ejecutivo

Acuerdo Ministerial

-Constitución Política de la República

Ley de Gestión Ambiental

Ley de Modernización

Ley de Descentralización

Codificación de la Ley de Contratación Pública

Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa

Estatuto Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva

Normas técnicas de la Contraloría General del Estado y del Ministerio de Economía y Finanzas


6. LA NORMATIVA JURÍDICA DEL DESARROLLO SUSTENTABLE

6.1 La Ley de Gestión Ambiental

Los aspectos sustantivos de la LGA

La actual “Ley de Gestión Ambiental”
 de 1999 sustituye parcialmente la “Ley de Control de la Contaminación de 1976
, aun vigente en algunas de sus provisiones. Si bien en gran medida la Ley de Gestión Ambiental contiene disposiciones declarativas y de principios generales, se pueden señalar como importantes provisiones sustantivas:

La planificación ambiental y la planificación nacional de ordenamiento territorial (Arts. 14 y 16);

La obligatoriedad de los estudios de impacto ambiental y de la “licencia ambiental” (Arts. 19 y 20);

La causal de nulidad de los contratos públicos que se hayan celebrado sin las correspondientes consultas a la población involucrada (Art. 28);

Tipificación y cuantificación de sanciones por falta de notificación sobre posibles daños ambientales de actividades (Art. 28);

Participación, en una forma de “tercería” en procesos penales, civiles o administrativos, para proteger derechos ambientales individuales y colectivos; jurisdicción de los presidentes de las cortes superiores para conocer acciones ambientales (Art. 42);

Instrumentación de la legitimidad procesal por acciones ambientales, conforme la Constitución (Cap. I,Tit. VI)

Aspectos institucionales de la LGA

Las creaciones institucionales contempladas en la Ley de Gestión ambiental son menos apropiadas que las disposiciones sustantivas que se acaba de enumerar. Se trata del “Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable” y del “sistema descentralizado de gestión ambiental”. Estas instituciones no tienen cabida en una ley, puesto que la Constitución Política otorga al Ejecutivo estas potestades. En todo caso, en cualquier reglamentación podría el Presidente de la República modificar o suprimir estas instituciones o superponer otras que considere más adecuadas.

La principal competencia que se visualiza para el Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable, sería la formulación de un Plan Ambiental, pero necesariamente por intermediación del organismo de planificación establecido en la Constitución se podría integrar eficazmente en el sistema de planificación ecuatoriano.

Por otra parte, las únicas funciones sustantivas del “sistema descentralizado”, que no se ha estructurado hasta la fecha, son la sustitución de las normas técnicas ambientales que en forma ambigua le encomienda la Ley, para lo cual parece más apropiado un órgano colegiado técnico, antes que uno político, como es el “sistema descentralizado”.

Finalmente, cabe señalar que una de las modificaciones a la Ley que debe implantarse a través de un Decreto Ejecutivo, es una verdadera descentralización del manejo ministerial, puesto que el denominado “sistema descentralizado” es, en efecto, un órgano centralizado.

Definición de problema

Se analiza la reglamentación de la Ley de Gestión Ambiental como: su funcionalidad para implementar la gestión ambiental de los órganos competentes; y especialmente, para el cumplimiento de la finalidad de los EIA y la Licencia ambiental

Contenidos de la Ley

	1.Institucionales—organización administrativa

(Corresponden al ámbito del Ejecutivo y pueden modificarse en cualquier momento por Decreto Ejecutivo)



	2. Competenciales  1. Ministeriales; 2. Institucionales

La Constitución y la Ley de Modernización autoriza al Ejecutivo para establecer y modificar competencias ministeriales y de entidades públicas

	3. Contenidos sustantivos



	4. Procedimentales –en sede administrativa



	5. Procesales –en sede judicial



	6. Tipificaciones y sanciones




1. Institucionales—organización administrativa

Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable

Sistema Descentralizado de Gestión Ambiental

Comisión Nacional de Coordinación

2. Competenciales

A. Ministeriales

Bioseguridad (Art. 9, l)

Propuestas de Normas de manejo ambiental y evaluación de impactos ambientales, así como procedimientos generales de aprobación de estudios y planes (Art. 9, b)—aprobados por el Presidente de la República

Determinación de obras, proyectos e inversiones que requieren someterse al EIA (Art. 9, e)

Plan Ambiental Nacional (Art. 7) –Será preparado por el Ministerio y aprobado por el Presidente de la República.

Sanciones por falta de información de actividades potencialmente contaminantes (Art. 40)

B. Institucionales

ODEPLÁN

Formulación del Plan Nacional de Ordenamiento Territorial en coordinación con el MA, y con la participación de las municipalidades, consejos  provinciales y corporaciones regionales de desarrollo (Art. 17)

Municipalidades

Tasas por vertidos (Art. 38)

Delimitación, manejo y administración de áreas de conservación y reserva ecológica (Art. 13)

“Análisis de los impactos ambientales de las obras” (Disposiciones Generales, Reformas y Derogatorias. Primera)

Contraloría General del Estado

Auditoría “procedimientos de realización y aprobación de los estudios y evaluaciones de impacto ambiental” (Art. 25).

Cumplimiento de los sistemas de control

Concordar con provisiones de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado:

Art. 8.- Objeto del Sistema de Control.- Mediante el sistema de control, fiscalización y auditoría se examinarán, verificarán y evaluarán las siguientes gestiones: administrativa, financiera, operativa; y, cuando corresponda gestión medio ambiental de las instituciones del Estado y la actuación de sus servidores. En el examen, verificación y evaluación de estas gestiones, se aplicarán los indicadores de gestión institucional y de desempeño, y se incluirán los comentarios sobre la legalidad, efectividad, economía y eficiencia de las operaciones y programas evaluados.

…

Art. 22.- Auditoría de Aspectos Ambientales.- La Contraloría General del Estado podrá en cualquier momento, auditar los procedimientos de realización y aprobación de los estudios y evaluaciones de impacto ambiental en los términos establecidos en la Ley de Gestión Ambiental, publicada en el Registro Oficial No. 245 del 30 de julio de 1999 y en el artículo 91 de la Constitución Política de la República.

…

Art. 27.- Normas del Control Ambiental.- El examen y evaluación de los aspectos ambientales, forman parte de la fiscalización o auditoría externa que se realiza a una institución ejecutora de proyectos y programas con impacto ambiental y en consecuencia, le son aplicables las normas técnicas que rigen a esta clase de auditoría, complementadas con las normas específicas en materia ambiental
.

Asimismo, hay que considerar las Normas Técnicas de Control Externo Ambiental, de la Contraloría General del Estado
.

Ministerio de Economía y Finanzas

Elaboración de sistema de cuentas patrimoniales, en coordinación con el MA.

3. Sustantivos

A. EIA

“Normas de manejo ambiental”, “evaluación de impactos ambientales” y “procedimientos generales de aprobación de estudios y planes” –formulados por MA y aprobados por Presidente (Art. 9, b)

Determinación de obras, proyectos e inversiones que requieran someterse al proceso de aprobación de estudios de impacto ambiental –corresponde al MA por Acuerdo Ministerial (Art. 9, e). Debe incluir “ecosistemas frágiles” (Art. 6) y normas sustantivas sobre EIA en diferentes leyes y reglamentos (Ley de Modernización, reglamentos ambientales hidrocarburos, mineros, electrificación, etc.)

Evaluación de IA –calificados por entidades públicas (Art. 19)

Inclusión de requerimiento de EIA en las bases precontractuales de la contratación pública. “…los documentos precontractuales contendrán las especificaciones, parámetros, variables y características de esos estudios y establecerán la obligación de los contratistas de prevenir o mitigar los impactos ambientales. Cuando se trate de concesiones, el contrato incluirá la correspondiente evaluación ambiental que establezca las condiciones ambientales existentes, los mecanismos para, de ser el caso, remediarlas y las normas ambientales particulares a las que se sujetarán las actividades concesionadas” (Art. 26).

B. Licencias ambientales

“Licencia Ambiental.‑ Es la autorización que otorga la autoridad competente a una persona natural o jurídica, para la ejecución de un proyecto, obra o actividad. En ella se establecen los requisitos, obligaciones y condiciones que el beneficiario debe cumplir para prevenir, mitigar o corregir los efectos indeseables que el proyecto, obra o actividad autorizada pueda causar en el ambiente” (Definiciones)

“Régimen normativo general aplicable al sistema de permisos y licencias de actividades potencialmente contaminantes” –MA coordina con los organismos competentes para expedir y aplicar (Art. 9, d).

Expedición de licencia ambiental para toda actividad que suponga riesgo ambiental –MA 

(Riesgo: “contingencia o proximidad de un daño”. Riesgoso: “aventurado, peligroso, que entraña contingencia o proximidad de un daño”—Diccionario de la Lengua Española. Real Academia Española. Vigésima segunda edición)

C. Planificación ambiental

Plan Ambiental Ecuatoriano (Arts. 14 y 18) –formulado por MA y aprobado por el PR (Art. 7)

Plan Nacional de Ordenamiento Territorial (Arts. 16 y 17)

D. Cuentas ambientales

“Cuentas patrimoniales, con la finalidad de disponer de una adecuada valoración del medio ambiente en el país y procurarán internalizar el valor ecológico de los recursos naturales y los costos sociales derivados de la degradación ambiental” –a cargo del Ministerio de Economía en coordinación con MA.

E. “Reglamentos especiales” 

“Normas de manejo ambiental y evaluación de impactos ambientales y los respectivos procedimientos generales de aprobación de estudios y planes, por parte de las entidades competentes en esta materia” —que dicta el Presidente de la República a propuesta del MA (Art. 9, b)

F. “Normas técnicas” (que dicta el “Sistema Descentralizado de Gestión Ambiental”)

Normas técnicas, manuales y parámetros generales de protección ambiental –MA coordina con organismos competentes (Art. 9, d)

Las “normas técnicas y reglamentos dictados (por el CIPA) serán “… reemplazados por los reglamentos especiales que dicte el Presidente de la República y las normas técnicas que corresponde dictar al Sistema Descentralizado de Gestión Ambiental” (Disposición transitoria segunda)

G. Inclusión de requerimientos ambientales en contratos públicos

“En obras de inversión públicas o privadas, las obligaciones que se desprendan del sistema de manejo ambiental, constituirán elementos del correspondiente contrato” (Art. 24)

“En las contrataciones que, conforme a esta Ley deban contar con estudios de impacto ambiental los documentos precontractuales contendrán las especificaciones, parámetros, variables y características de esos estudios y establecerán la obligación de los contratistas de prevenir o mitigar los impactos ambientales. Cuando se trate de concesiones, el contrato incluirá la correspondiente evaluación ambiental que establezca las condiciones ambientales existentes, los mecanismos para, de ser el caso, remediarlas y las normas ambientales particulares a las que se sujetarán las actividades concesionadas” (Art. 26)

H. Capacitación y Difusión (Arts. 30-32)

4. Procedimentales

Autorización: Estudio de factibilidad económico y de evaluación de impactos ambientales, previo al aprovechamiento racional de los recursos naturales no renovables en el patrimonio de áreas naturales protegidas del Estado y en ecosistemas frágiles (Art. 6)

Participación social, en consultas, audiencias públicas, iniciativas, propuestas, etc. (Art. 28)

Información (Arts. 39 y 29)

Denuncia (Art. 41)

Sanciones a funcionarios públicos (Art. 44)

Procedimiento aplicable para infracciones ambientales por todos los funcionarios con competencias ambientales: Código de Salud —Libro III, Tit. I, Cap. II (Art. 45)

5. Tipificaciones y sanciones

Decomiso (Art. 46, a; y segundo artículo que se añade después del Art. 89)

Multa (Falta de información sobre potenciales daños ambientales. Art. 40. Reforma Arts. 81, 83 y artículo que se añade, de la Ley Forestal;)

6. Procesales (no son materia de una reglamentación)

Intervención en procesos civiles, administrativos y penales (Art. 42)

Competencia del Presidente de la Corte Superior para conocer acciones ambientales (Art. 43)

Acciones civiles e indemnizaciones por daños y perjuicios (Art. 43)

Jurisdicción coactiva para cobro de multas y tasas del MA (Art. 3)

6.1.1 Aplicación y sanción de la Ley de Gestión Ambiental

6.1.2 El reglamento de la Ley de Gestión Ambiental

	6.1.2 El reglamento de la Ley de Gestión Ambiental 

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado
-Observaciones  
	Proyección

-Condiciones 
	Instrumentación

-Base legal

	Expedición de la Ley de Gestión Ambiental

Se contrató formulación y propuesta de Reglamento de Ley de Gestión Ambiental


	Se han revisado los proyectos de Reglamento de la Ley de Gestión Ambiental

-No se ha aprobado un proyecto final de Reglamento de la Ley de Gestión Ambiental
	Remitir al Ejecutivo proyecto final de Reglamento de la Ley de Gestión Ambiental

-Aprobación de proyecto final
	Decreto Ejecutivo

-Ley de Gestión Ambiental


6.1.3 Los reglamentos y normativas de contaminación ambiental

En el proyecto de Reglamento se observa la imposición de multas sin ninguna referencia  ni relación con la única tipificación constante en el Art. 40 de la Ley de Gestión Ambiental o a otra ley vigente. No podría un Reglamento determinar multas sin un antecedente legal. Asimismo, la Constitución solo autoriza la imposición de deberes a los ciudadanos a través de leyes y no reglamentos. Así, la mayor parte de las obligaciones determinadas en este proyecto de Reglamento, solo podrían imponerlas, conforme a su propia Ley Orgánica, las municipalidades, más no el Ministerio del Ambiente.

Podría producirse confusión al incluir provisiones sobre EIA, planes de manejo ambiental y auditorias ambientales, como procedimientos separados, cuando estos se deben manejar como componentes del EIA y la Licencia Ambiental, cuya normativa se desarrolla en otro Reglamento, con el que este proyecto se superpone y contradice en forma inconveniente.
Finalmente, el proyecto de Reglamento desvincula como actividades diferentes el estudio de impacto ambiental y la auditoría ambiental, a diferencia del proyecto SUMA que los contempla como aspectos de un solo proceso.

	6.1.3 Los reglamentos y normativas de contaminación ambiental 

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado

 -Observaciones  
	Proyección

-Condiciones 
	Instrumentación
-Base legal

	Expedición de la Ley de Gestión Ambiental.

La Ley de Gestión Ambiental atribuye la formulación de proyectos de normas  y estándares de contaminación y su expedición al “sistema descentralizado de gestión ambiental” y encarga la reglamentación al Presidente de la República


	Proyecto de Reglamento y de normas y estándares de contaminación

-No se aclaran las competencias del “sistema descentralizado de gestión ambiental”, que deben reformularse, atribuyendo tales competencias a un órgano técnico multidisciplinario del MAE

El proyecto de Reglamento modifica y contradice los criterios y procedimientos contemplados en el proyecto SUMA
	Remitir proyectos para su expedición por el Ejecutivo
	Decreto Ejecutivo

-Constitución de la República

Ley de Gestión Ambiental

Ley de Modernización

Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva


6.2 La normativa sobre estudio de impacto y licencia ambiental

	 “En el Ecuador, la Ley de Gestión Ambiental dispone que “[l]as obras públicas, privadas o mixtas y los proyectos de inversión públicas o privados que puedan causar impactos ambientales, serán calificados previamente a su ejecución”
. Asimismo, autoriza a los órganos públicos competentes para aprobar (“calificar”) los estudios de impacto. En concordancia con esta disposición, la Ley de Hidrocarburos atribuye al Ministerio de Energía y Minas la evaluación y aprobación de los estudios de impacto ambiental, así como el seguimiento respectivo
. Un par de leyes determinan la obligatoriedad del estudio de impacto ambiental para la construcción de carreteras, la explotación minera y se han reglamentado los aspectos ambientales de las actividades de energía eléctrica”
.



El desarrollo más importante en la normativa ambiental es el estudio de impacto. Su instrumentación se remonta a los orígenes mismos del Derecho Ambiental, en los Estados Unidos, con la Sección 102 (1) de la Ley Nacional de Política Ambiental de 1969.

En la actualidad el “estudio de impacto ambiental” es el instrumento preferido y más efi caz y flexible de la gestión ambiental en el mundo. 

La Declaración de Río acude al estudio de impacto ambiental en cuatro de sus principios, especialmente el Principio 17, que dispone:

Deberá emprenderse una evaluación del impacto ambiental, en calidad de instrumento nacional, respecto de cualquier actividad propuesta que probablemente haya de producir un impacto negativo considerable en el medio ambiente y que esté sujeta a la decisión de una autoridad nacional competente.

La referencia al estudio de impacto ambiental consta, según Brañes
, en por lo menos dos constituciones americanas: desde antes de Río en la Constitución brasilera y con posterioridad a Río en la Constitución de Venezuela de 1999.

	Estudio de impacto ambiental en el Plan de Implementación de Johannesburgo

III. Modificación de las modalidades no sustentables de consumo y producción:

…

18. Alentar a las autoridades competentes de todos los niveles para que tengan en cuenta las cuestiones de desarrollo sustentable en la toma de decisiones, incluso en la planificación del desarrollo nacional y local, las inversiones de infraestructura, de desarrollo empresarial y adquisiciones públicas. Esto incluye medidas en todos los niveles para:
e) Utilizar procedimientos de evaluación de impacto ambiental.

IV. Protección y gestión de la base de recursos naturales para el desarrollo económico y social:

…

34. Mejorar la comprensión y evaluación científica de los ecosistemas marinos y costeros como base fundamental de la adopción regional de decisiones, mediante medidas en todos los niveles para:
e) Utilizar procedimientos de evaluación de impacto ambiental.
IX. Medios de ejecución:

…

90. Aumentar los beneficios para los países en desarrollo así como también de los países con economías en transición de la liberalización del comercio, incluso a través de asociaciones público-privadas mediante, entre otras, acciones en todos los niveles incluso a través de apoyo financiero para la asistencia técnica, el desarrollo de tecnología y el fortalecimiento de las capacidades de los países en desarrollo para:
d) Alentar el uso voluntario de las evaluaciones de impacto ambiental como una herramienta importante a nivel nacional para una mejor identificación de las interrelaciones entre el comercio, el medio ambiente y el desarrollo. Alentar a los países y a las organizaciones internacionales con experiencia en este campo a proveer asistencia técnica a los países en desarrollo para estos propósitos.

…

91. Continuar mejorando el mutuo apoyo del comercio, medio ambiente y desarrollo con vista a lograr el desarrollo sustentable a través de acciones en todos los niveles para:

d) Alentar el uso voluntario de las evaluaciones de impacto ambiental como una herramienta importante a nivel nacional para una mejor identificación de las interrelaciones entre el comercio, el medio ambiente y el desarrollo. Alentar a los países y a las organizaciones internacionales con experiencia en este campo a proveer asistencia técnica a los países en desarrollo para estos propósitos.

119 diciens. Desarrollar evaluaciones de impacto ambiental y promover su aplicación ampliada, entre otras cosas como instrumento nacional, según proceda, para suministrar información fundamental para la toma de decisiones sobre proyectos que podrían causar considerables efectos adversos sobre el medio ambiente.

Septiembre 2002




6.2.1 El proyecto de reglamento para el estudio de impacto y la licencia ambiental

	6.2.2 El proyecto de reglamento para el estudio de impacto y la licencia ambiental

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado
 -Observaciones  
	Proyección

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	Ley de Gestión Ambiental contempla Estudios de Impacto Ambiental y Licencia Ambiental
	Proyecto final de Reglamento del Sistema Único de Manejo Ambiental (SUMA)
	Expedición del Reglamento del Sistema Único de Manejo Ambiental (SUMA)
	Decreto Ejecutivo

Ley de Gestión Ambiental


6.3 Los proyectos de legislación forestal y de biodiversidad

El Código Civil determina los conceptos vigentes de dominio público y el dominio privado, así como la posesión y las formas de adquirir el dominio. La Norma constitucional sustenta los criterios fundamentales sobre estos derechos. En forma complementaria, la Ley de Desarrollo Agrario reitera el dominio del INDA sobre de las tierras que no tienen otro dueño. Finalmente, la Ley Forestal establece los patrimonios forestal y de áreas naturales. No se entra en el análisis del alcance jurídico de las tierras denominadas “marginales” y “silvestres” en la Ley del INEFAN, aunque destaquen categorías implantadas en otras legislaciones, con fines específicos. Ni las tierras del INDA ni las pertenecientes a los patrimonios forestal y de áreas naturales ostentan la totalidad de las características del “dominio público” y por supuesto que tampoco conforman el denominado dominio privado del Estado o bienes fiscales.

En todo caso es claro que la inclusión de tierras en cualquiera de estos “patrimonios” los excluye de la propiedad privada de los particulares, aunque no necesariamente de la posesión civil pre-existente, ni menos del domino privado pre-existente. Este dominio privado puede entrar al patrimonio del INDA y de áreas naturales, por los causales y con las indemnizaciones establecidas por las leyes respectivas. En ningún caso, tierras de propiedad privada o en posesión civil de terceros pueden entrar en el patrimonio forestal sin indemnización y cualquier declaratoria en este sentido equivaldría a una confiscación, sujeta a las reclamaciones constitucionales pertinentes. La principal razón de excluir el dominio y posesión civil del patrimonio forestal es la vocación de este, que es de aprovechamiento sustentable, cuando tales dominios y posesiones privadas se entienden que ya desarrollan tal aprovechamiento, por lo que sería improcedente excluir a unos propietarios o poseedores para adjudicarlos a otros. Se debe reiterar que para el traspaso del dominio privado al patrimonio del INDA o al patrimonio de áreas naturales se requiere el pago de la indemnización correspondiente.

La legislación vigente, especialmente la Ley Forestal no se ha aplicado y resulta inadecuada para afrontar los retos del desarrollo sustentable de los bosques y el aprovechamiento dentro de las áreas naturales. Tampoco concuerda con la actual concepción del manejo de áreas protegidas, incluyendo su gestión por la sociedad civil, así como la declaratoria de áreas municipales, provinciales y aquellas en tierras de los particulares.

En el tema biodiversidad, solamente se cuenta de las provisiones autoejecutables del Convenio de la Diversidad Biológica, las regulaciones de la CAN sobre acceso a recursos genéticos, y la declaratoria legal de la biodiversidad como dominio público del Estado y la Ley de la Biodiversidad, que atribuyó la biodiversidad al dominio público del Estado. La legislación sobre biodiversidad debe abarcar todos los aspectos de su concepto, es decir reglar los recursos genéticos, el manejo y aprovechamiento de las especies y de los ecosistemas naturales, lo que incluye las áreas protegidas y, ciertamente, los bosques de toda índole.

Los proyectos de Ley Forestal y de Biodiversidad se contradicen en variados aspectos y se superponen entre sí, por lo que se requiere concordarlos antes de entrar a su reglamentación. El camino más apropiado sería de insertar en la Ley de la Biodiversidad lo pertinente de la Ley Forestal:

Ambas leyes norman las áreas protegidas, estableciendo ciertas confusiones en cuanto a las zonificaciones, sin aclarar el punto fundamental de los parámetros para los usos de suelos respectivos. 

Se deberían afrontar los diferentes temas de los proyectos de las leyes citadas en una sola ley y el trabajo debería intentar la refundición, estableciendo las modificaciones necesarias en la redacción actual.

También se debe contemplar la alternativa de conservar la división de una ley forestal y de otra sobre la biodiversidad, que incluya el tema áreas protegidas, fauna y flora, acceso a los recursos genéticos y otros temas del aprovechamiento de la biodiversidad, como la cuestión de las tecnologías. Por su parte, un proyecto de Ley Forestal debe enfatizar el aprovechamiento y el desarrollo sustentable, con mecanismos adecuados para la inversión privada, debidamente regulada por el Estado.

La normativa jurídica deberá establecer claramente:

1) las características de los patrimonios forestal, del INDA y de áreas naturales, para diferenciarlos en lo procedente con las clásicas y superadas divisiones en dominio público y dominio privado, incluyendo el dominio privado del Estado. Las clasificaciones de bosque protector y áreas especiales determinadas en los proyectos de Ley Forestal y de la Biodiversidad, no se deben confundir con categorías de uso de suelos, sino más bien de manejo de los dominios público, privado y “patrimonial”.

2) las condiciones del traspaso de la propiedad privada y la posesión civil a los patrimonios indicados. Deberá distinguirse claramente la calidad de poseedor civil de la de posesionarios, es decir asentados en tierras declaradas previamente como patrimonio forestal, del INDA o de áreas protegidas.

3) los parámetros para la categorización de áreas naturales conforme a los parámetros actualmente reconocidos, para su clasificación reglamentaria: a) reserva estricta; b) conservación; c) aprovechamiento sustentable; y d) monumentos. Paisajes y reservas

4) El aspecto fundamental de una verdadera reforma consiste en suprimir las “declaratorias” y “zonificaciones” de áreas forestales: la totalidad de las tierras que actualmente se consideran del Estado (vale decir del INDA), se debe considerar patrimonio forestal, sin requerir de declaratoria y delimitación, bajo el enfoque del manejo de ecosistemas. Estas declaratorias y delimitaciones corresponderían en cambio para determinar el patrimonio del INDA, es decir las tierras que se separan del patrimonio forestal para su adjudicación con fines agrarios. Por otra parte, el patrimonio de áreas naturales también sería declarado y delimitado sobre el patrimonio considerado antes de la declaratoria como patrimonio forestal del Estado.

5) Los proyectos en ningún caso determinan los parámetros para las declaratorias municipales y provinciales ni de la descentralización en su aprovechamiento y manejo.

6) Los proyectos consultados no incluyen las provisiones de los convenios internacionales de los cuales el Ecuador es parte y que son leyes nacionales, principalmente lo relacionado con las especies en peligro de extinción y la conservación y aprovechamiento de la diversidad biológica, el acceso a los recursos genéticos y la transferencia de tecnologías, así como la regulación de las tecnologías que aprovechan la biodiversidad. Principalmente se debe tomar en cuenta la nueva organización internacional sobre bosques, así como las perspectivas de un proyecto de protocolo sobre bosques, del Convenio de la Diversidad Biológica.

7) Una sola ley, “Ley de Aprovechamiento Sustentable de la Biodiversidad” deberá contemplar el manejo y zonificación de los ecosistemas—incluyendo las áreas forestales y protegidas—, la conservación y aprovechamiento de la fauna y flora y de los recursos genéticos.

Se deberían contemplar la reglamentación de la normativa vigente, pero también la resultante de una reforma legal apropiada. El marco legal vigente sin duda permite la adjudicación de bosques protectores en las tierras del INDA y en el patrimonio forestal del Estado, pero impiden la adjudicación de bosques protectores al interior de las áreas protegidas, porque estas, en general, no pueden legalmente adjudicarse. También la Ley Forestal restringe la adjudicación del patrimonio forestal con una serie de condicionamientos que no han permitido adjudicar estas áreas, con la consiguiente explotación informal. La única actividad productiva actualmente permitida por la ley en el patrimonio de áreas naturales es la turística, sujeta a concesiones y permisos. Para la adjudicación de las áreas protegidas del Estado, la reforma de la Ley es indispensable.

Desarrollo sustentable en áreas protegidas

El principio de la normativa del régimen de la gestión del sistema nacional de áreas naturales protegidas se deberá desarrollar en la línea de propiciar el aprovechamiento y desarrollo sustentable en el marco de la legislación vigente. Una forma de superar el impedimento de la ley vigente para el desarrollo de actividades productivas y de reconocimiento de los asentamientos humanos existentes, sería de considerar estas zonas como excluidas de la declaratoria de áreas protegidas, para establecer los condicionamientos necesarios en sus diferentes usos a través de adjudicaciones del INDA, que en la actualidad contienen requisitos diversos que se deben cumplir por los adjudicatarios. Para el desarrollo de actividades productivas y de aprovechamiento de recursos naturales renovables y no renovables se deberá primero sujetarlas a las normas del Convenio 169 de la OIT, de aplicación obligatoria, en virtud de ser un instrumento internacional legalmente ratificado por el Ecuador. Esto se deberá reglar según las disposiciones constitucionales vigentes y las leyes y reglamentos de Hidrocarburos, de Minería, de turismo, de pesca y desarrollo pesquero y sus reglamentaciones. También se deberá contemplar en otros casos, la modificación de las declaratorias previas expedidas por el órgano forestal, para delimitar las áreas respectivas con otras declaratorias más apropiadas para su uso actual. Se podría para el efecto también aprovechar la referencia a las categorías de tierras marginales y silvestres constantes en la Ley de Creación del INEFAN, en las partes todavía vigentes de esa ley.

Prestación de servicios por operadores privados
La prestación de servicios por operadores privados se sustenta principalmente en la Ley de Modernización. Para las áreas protegidas, aparte de las actividades turísticas permitidas, se debe sopesar la opción de modificar la afectación por la de áreas silvestres, o incluso bosques protectores en tierras del Estado o incluso patrimonio forestal, que permitan superar el impedimento legal que existe para que poblaciones locales que existen en su interior desarrollen sus actividades sujetas a un adecuado plan de manejo y las regulaciones y controles pertinentes.

	6.3.2 Proyectos de Ley de la Biodiversidad y de Desarrollo Forestal Sustentable

Qué se hizo   
	Qué se ha avanzado

-Observaciones  
	Proyección

-Condiciones
	Instrumentación

-Base legal

	El Ecuador aprobó y ratificó el Convenio de Diversidad Biológica

Se aprobó Ley que atribuye la biodiversidad al dominio público del Estado

Proyecto de Ley de Desarrollo Forestal Sustentable 


	El proyecto de Ley para la Conservación y 

Uso Sustentable de la  Biodiversidad se encuentra en el Congreso Nacional para su discusión.

-Proyecto de Ley de Desarrollo Forestal Sustentable se superpone y contradice en muchos aspectos con proyecto de Ley para la Conservación y 

Uso Sustentable de la  Biodiversidad. En la actualidad se contempla enfoque global –sobre ecosistemas
	Refundir en el proyecto de Ley para la Conservación y 

Uso Sustentable de la  Biodiversidad lo que sea procedente de la Ley de Desarrollo Forestal Sustentable
	Convenio sobre la Diversidad Biológica

Regulaciones de la Comunidad Andina de Naciones (CAN) sobre acceso a los recursos genéticos


7. REFERENCIAS

Conforme acordado con el MAE, el material bibliográfico consiste en: 1. Las normas jurídicas vigentes que ser relacionan con la materia de la investigación; 2. Los documentos de planificación aprobados del MAE, como Estrategias, planes y programas; 3. Documentos e informes de consultoría de los proyectos y unidades ejecutoras de estudios de consultoría del MAE; 4. Documentos de planificación y de consultoría de otras instituciones públicas, que tengan relación con el objeto de la investigación; 5. Libros, artículos y publicaciones de otros gobiernos y de instituciones internacionales relevantes para el objeto de la investigación. En todos los casos serán consideradas como bibliografías válidas las sumilladas por la contraparte.
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